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Este proyecto tuvo un referente de partida que tuvo razón de ser en las 
características de las medidas cautelares en el proceso arbitral en Colombia, por 
cuanto en el país la implementación del nuevo estatuto arbitral nacional e 
internacional tuvo lugar con la implementación y entrada en vigencia de la Ley 
1563 de 2012. Durante el desarrollo de este proyecto es de gran importancia 
resaltar la investigación que de la mano iba realizando el Semillero de Derecho 
Procesal Hernando Devis Echandía de la Universidad Libre Seccional Cúcuta, el 
cual después de una revisión legal y un análisis de casos que fueron accesibles 
gracias a la participación y colaboración de Tratadistas y Miembros del Instituto 
Colombiano e Iberoamericano de Derecho reflejó un vacío teórico y práctico en el 
tratamiento de las medidas cautelares anticipatorias en el proceso arbitral en 
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Este proyecto tuvo un referente de partida que tuvo razón de ser en las 
características de las medidas cautelares en el proceso arbitral en Colombia, por 
cuanto en el país la implementación del nuevo estatuto arbitral nacional e 
internacional tuvo lugar con la implementación y entrada en vigencia de la Ley 
1563 de 2012. Durante el desarrollo de este proyecto es de gran importancia 
resaltar la investigación que de la mano iba realizando el Semillero de Derecho 
Procesal Hernando Devis Echandía de la Universidad Libre Seccional Cúcuta, el 
cual después de una revisión legal y un análisis de casos que fueron accesibles 
gracias a la participación y colaboración de Tratadistas y Miembros del Instituto 
Colombiano e Iberoamericano de Derecho reflejó un vacío teórico y práctico en el 
tratamiento de las medidas cautelares anticipatorias en el proceso arbitral en 
Colombia y a partir del cual se vislumbran algunas propuestas y soluciones. La 
investigación que se realizó fue de tipo socio-jurídica, ya que de un lado se aborda 
un tema relacionado con una función del Estado, que es administrar justicia, en 
este caso de forma excepcional y transitoria en cabeza de los particulares, 
relacionando esto con la efectividad y el acceso a la justicia que termina siendo un 
aspecto social, utilizando diferentes fuentes libros que hacen que esta sea de tipo 
documental, un método inductivo a partir de los casos específicos que fueron 
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Con la adopción del Estatuto Nacional de Arbitraje Nacional e Internacional, 
Colombia dio un gran paso en materia de arbitraje, los aportes de la Ley 1563 de 
2012 son novedosos frente a lo que existía antes en el país, en especial en 
materia de medidas cautelares de diferentes tipos, es decir, nominadas e 
innominadas. Sin embargo, es necesario hacer referencia a que la solicitud, 
decreto y práctica de estas medidas se pueden dar en dos momentos: antes y 
después de ser notificado el demandado en un proceso arbitral.  
 
Sin embargo, la Ley 1563 de 2012 presenta un vacío en cuanto a la adopción de 
las denominadas medidas cautelares anticipadas, por lo que esta investigación 
con base en lo que  el Semillero de Derecho Procesal de la Universidad Libre de 
Cúcuta realizó para su presentación en el XV Concurso Internacional de 
Estudiantes de Derecho organizado por el Instituto Colombiano de Derecho 
Procesal presenta a la academia una propuesta con base en el arbitraje 
internacional, para que en Colombia se regule esta figura y así garantizar que en 
el proceso arbitral se tutele de forma efectiva los derechos reconocidos por la Ley 
sustancial, tal y como se concibe en el Código General del Proceso y en la 
Constitución Política de Colombia.  
 
Esta investigación se remite a figuras tales como los árbitros de urgencia, el 
proceso pre-arbitral, y la teoría del apoyo judicial a los árbitros como un catalogo 
abierto de posibilidades que se presentarán frente a expertos en el tema que 
adopten la mejor opción para que el arbitraje nacional se adecue a la 
implementación de las medidas cautelares anticipatorias (nominadas e 






IDENTIFICACIÓN DEL ANTEPROYECTO 
 
Título 
Las medidas cautelares en el proceso arbitral en Colombia 
 
Planteamiento del problema 
 
En Colombia, existen diferentes instituciones de orden procesal tales como la 
jurisdicción y la competencia, que además constituyen presupuestos procesales, 
tal y como es conocido por la comunidad académica que estudia lo concerniente al 
caso, por regla general. Sin embargo, en aplicación de lo establecido en el artículo 
116 de la Constitución Política se encuentra que excepcionalmente y de forma 
transitoria también podrán administrar justicia de forma transitoria los particulares 
cuando actúen como conciliadores, jurados o árbitros.  
 
Lo anterior implica que el arbitraje que constituye un mecanismo alternativo 
al proceso tal y como lo establece la ley 1285 de 2009, se haya convertido en uno 
de  los que implican la actuación excepcional de los particulares que de para los 
casos en que sean habilitados por las partes, administren lo que por regla general 
se concibe como la administración de justicia en cabeza de los jueces delegados 
por el mismo Estado para realizar esta función.  
 
Sin embargo, y aunque el arbitraje con el tiempo se fue convirtiendo en el 
país en un mecanismo que se caracterizaba por ser la elección de las grandes 
empresas y multinacionales con presencia en Colombia por su celeridad y el alto 
nivel de experticia de quienes actuaban como árbitros, no todo eran aspectos 
positivos pues históricamente en el país este mecanismo estaba regulado por un 
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gran número de decretos que terminaban volviendo su desarrollo en algo caótico, 
por lo que se pensó en la expedición de un nuevo ordenamiento jurídico que 
unificara lo concerniente a la regulación del arbitraje nacional y que respondiera a 
las tendencias que en esta materia han sido consecuencias mismas de fenómenos 
como el la globalización y el comercio entre diferentes países del mundo, como 
ejemplo se puede pensar en la los contratos de compra y venta de mercaderías 
internacionales en donde por regla general se puede ver como las empresas que 
realizan este tipo de operaciones de forma expresa estipulan que en caso de 
conflictos generados a partir del contrato deberán ser árbitros los que decidan la 
suerte del mismo.  
 
Por todo lo anterior, en Colombia fue expedida la ley 1563 de 2012, la cual 
se encuentra en vigencia actualmente, y que se denomina Estatuto Arbitral 
Colombiano. De otro lado el Código General del proceso implementa una nueva 
figura que se denomina las medidas cautelares innominadas, las cuales podrán 
decretarse por juez pero también por un árbitro, lo cual genera situaciones que en 
la práctica pueden convertirse en un obstáculo para la administración de justicia, 
por lo que en algunas partes de Colombia, hay desinformación al respecto de 
estas herramientas que se pueden utilizar en el proceso arbitral colombiano. 
 
Es decir, que actualmente en Colombia se ha presentado un gran avance en 
materia arbitral por cuanto lo que se tenía antes de la Ley 1563 de 2012 eran un 
gran número de decretos y leyes aplicables que hacían del arbitraje una 
mecanismo algo tedioso frente a la falta de una normativa clara y expresa que 
regulara lo concerniente al mismo. De otro lado la expedición de la ley 1564 de 
2012 o Código General del Proceso, implementó una figura novedosa que no se 
encontraba concebida en el Código de Procedimiento Civil, lo que implica que se 
haga un estudio teórico de la vigencia de estas dos leyes que configuran una parte 




Si bien ambas leyes son de avanzada y se vislumbran como un avance para 
el país, no se han puesto en práctica del todo por lo que aunque quedan 
interrogantes por responder tales como los que puedan tener relación con la 
solicitud, decreto y práctica de las medidas cautelares anticipatorias dentro de un 
proceso arbitral en donde se tiene que quienes administran justicia de forma 
transitoria son los árbitros habilitados por las partes, pero que por ser transitoria 
esta facultad solo se entiende que empieza ha ser ejercida desde el momento en 
que se instala el tribunal de arbitramento.  
 
Es así, como se puede evidenciar un diagnóstico positivo en el país frente a 
lo concerniente a las medidas cautelares en el proceso arbitral en Colombia, que 
responde a  una evolución normativa que deviene de lo que históricamente se ha 
presentado en el país, pero que no implica que todo esté dicho frente a lo que 
respecta por cuanto no solamente se trata ahora de pensar en arbitraje sino en las 
implicaciones teóricas y prácticas que tendrá el desarrollo del mismo fusionando la 
figura con las medidas cautelares que de forma innovadora ya están en vigencia 
en aplicación del Código General del Proceso, por cuanto la indebida 
interpretación de las normas anteriormente mencionadas pueden acabar 
afectando de forma determinante el rumbo del arbitraje y aún más lo relacionado 
con la protección y tutela efectiva de los derechos de las partes que someten sus 
conflictos al mismo. 
 
Sin embargo, el pronóstico que se puede presentar en la actualidad frente a 
la solicitud, decreto y práctica de las medidas cautelares en el proceso arbitral 
colombiano en aplicación del Código General del Proceso, pues es casi incierto 
por cuanto la ley 1563 de 2012 o Estatuto Arbitral Colombiano, se encuentra en 
vigencia desde el año 2012 y la ley 1564 de 2012 está entrando en vigencia 
gradual en todo el país, resaltando que la norma que regula lo concerniente a las 
medidas cautelares innominadas ya se encuentra en vigencia en todo el territorio 




Lo que si se puede decir, es que hay vacíos normativos que pueden generar 
problemas prácticos en el futuro que se pretenden abordar a partir de esta 
investigación que de manera descriptiva pero también haciendo un análisis 
integral de las normas que regulan el tema pretende presentar respuestas a la 
comunidad académica.  
 
Formulación del problema 
 
¿Cuáles son las características de las medidas cautelares en el proceso 
arbitral en Colombia? 
 
Sistematización del problema 
¿Cuál es la situación actual respecto las medidas cautelares en el proceso 
arbitral en Colombia? 
 
¿Qué teoría y referentes legales actuales y pertinentes favorecen la solicitud, 
decreto y práctica de las medidas cautelares en el proceso arbitral en Colombia? 
 
¿Qué alternativas se pueden proponer en Colombia para la solicitud, decreto 




En Colombia, se han expedido leyes que implican la transformación del 
ordenamiento jurídico desde muchas perspectivas, y que se reflejan, en los 
diferentes transformaciones que ha tenido el Derecho Procesal, con tendencia a la 
implementación de un proceso oral y por audiencias, que implica la transformación 




Lo anterior ha generado diferentes consecuencias que no se limitan 
simplemente al procedimiento, sino que han unificado diferentes legislaciones que 
regulan temas tales como, el arbitraje, que pudiera entenderse como un 
mecanismo alternativo al proceso que es regulado por la Ley 1563 de 2012, que 
se puede conocer a actualmente, como el Estatuto Arbitral Colombiano, 
reconocido por muchos en el país, como “Ley Hinestrosa”.  
 
De otro lado, está lo que se entiende por medida cautelar, y que simplemente 
responde a una herramienta que sirve para garantizar la efectividad del derecho 
sustancial a una persona, que somete un litigio o un conflicto a la jurisdicción o a 
los mecanismos alternativos, tales como el enunciado anteriormente, pues de 
nada vale una sentencia a favor de alguien, si jamás podrá ejecutar dicha decisión 
para ver tutelado su derecho, razón por la que se incluyó en el Estatuto Arbitral 
Colombiano, estas medidas, que podrán ser decretadas por los árbitros tal y como 
lo hacen los jueces, siempre que se encuentren administrando justicia. 
 
Es así como se demuestra que la ley 1563 de 2012, con solo un año de 
haber entrado en vigencia, contiene en sí misma, aspectos críticos que 
contraponen la escuela contractualista y flexible a la escuela de los procesalistas 
clásicos que conciben la misma, como norma de Derecho Público, y por ende no 
susceptible a ceder frente a la autonomía de la voluntad de las partes, por lo que 
para el país es importante hacer un estudio minucioso acerca de la misma.  
 
Además, en el mundo, la tendencia hacia a una justicia pronta, rápida y 
efectiva, hace que cada día, las grandes empresas, no piensen en que la solución 
de sus controversias se hará a través de la justicia ordinaria, lenta, y 
congestionada sino que el arbitraje ha sido, ese mecanismo alternativo a que evita 
litigios que impliquen largos periodos de tiempo, y que para dichas empresas se 
ve reflejado en consecuencias negativas, y que hace cada día más llamativa la 





Sin embargo en algunos lugares del país el arbitraje parece ser olvidado 
como una herramienta para solucionar controversias, ya que para algunos la 
presencia de las grandes empresas que tienen poder de mercado en el país, están 
en ciudades como Bogotá, Medellín, entre otras, lo que pretende estudiarse y así 
mismo superarse, mostrando como esta investigación puede ser un precedente 
para que este mito desaparezca, y creando confianza para que el arbitraje sea una 
realidad a la que todos puedan acceder, sin importar en la zona del país en que se 
encuentren ubicados.  
 
Para la Universidad, esta investigación es una forma novedosa de afrontar 
temas que son pertinentes con el desarrollo y transformación de la administración 
de justicia, en respuesta a una temática que por relacionarse siempre con grandes 
empresas y ciudades desarrolladas no ha sido abordada en la región, por lo que 






Determinar los aspectos que deben tenerse en cuenta en el uso de  las 





Revisar el marco legal existente que tenerse en cuenta referentes a la 





Analizar casos que presenten aspectos críticos referentes a la solicitud, 
decreto y práctica de medidas cautelares en el proceso arbitral en Colombia 
 
Proponer una guía de que ofrezca respuestas teórico-prácticas sobre el 







MARCO DE REFERENCIA 
Antecedentes 
Las medidas cautelares en el proceso arbitral, libro producto de la 
investigación que hace la Dra. Marcela Rodríguez Mejía, para optar a su título de 
doctora en la Universidad de Valencia, España, publicado en el año 2013 por la 
Universidad Externado de Colombia, haciendo un análisis a partir del derecho 
comparado y presentado una visión comparativa con respecto a la solicitud, 
adopción, ejecución de las medidas cautelares en el proceso arbitral, además de 
anulación de los laudos arbitrales tanto en España como en Colombia.  
Las medidas cautelares en el proceso arbitral comercial, estudio que integra 
la obra Código de Comercio Comentado coordinado y dirigido por el profesor 
Aníbal Etcheverry en Buenos Aires. El presente trabajo integra un producto de 
investigación de Martin Marchesini, quien es doctor en Ciencias Jurídicas, en el 
desarrollo de la Maestría en Resolución de Conflictos de la Facultad de Derecho 
de la Universidad Nacional de Lomas de Zamora, en el año 2006.  
Las medidas cautelares en el arbitraje, artículo electrónico publicado por la 
firma Prieto y Carrizosa, como parte de su interfaz empresarial.  
Las medidas cautelares en el arbitraje, reportaje publicado en el periódico la 
república, en enero de 2013 sobre la implementación de las medidas cautelares 
en interpretación sistematica entre la ley 1563 de 2012 y el Código General del 
Proceso, o ley 1564 de 2012. 
Las medidas cautelares en el arbitraje, trabajo doctoral desarrollado por 
Ernesto Salcedo Verduga, en la Universidad Católica de Guayaquil, en el año 
2006. En este trabajo se estudia lo siguiente: 1. Las medidas cautelares como 
acción, como proceso y como sentencia o providencia, es decir, la naturaleza de 
las mismas; sus características; presupuestos; responsabilidad patrimonial que 
surge de su aplicación; clasificaciones del proceso cautelar; los procesos 
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urgentes; 2. El órgano competente en materia cautelar, en el proceso ordinario y 
en el arbitral; la importancia de la autonomía de la voluntad de las partes para fijar 
la competencia de los árbitros en esta materia, y sus límites; la competencia 
compartida entre jueces y árbitros 3.Potestad de los árbitros; características de la 
tutela cautelar en el arbitraje; aspectos procesales generales sobre las medidas 
cautelares en el arbitraje en Ecuador. Termina con conclusiones y 
recomendaciones específicas sobre posibles reformas legales. 
La tutela cautelar de los derechos en el arbitraje, artículo publicado por 
Francisco Javier Carrión García de Parada, socio responsable del área de derecho 
procesal y arbitraje de EVERSHEDS NICEA, en la Revista Jurídica de Castilla y 
León, en enero de 2013 sobre la importancia de que los árbitros tengan la facultad 
de decretar medidas cautelares dentro del proceso arbitral.  
 
Bases teóricas 
Las medidas cautelares 
 
Teoría de las providencias cautelares  
 
Según Piero Calamandrei (1945), “La providencia cautelar tiene efectos 
provisorios no porque (o no necesariamente porque) la cognición sobre la cual se 
basa sea menos plena que la ordinaria y deba, por consiguiente ir acompañada de 
una menor estabilidad de efectos, sino porque la relación que la providencia 
cautelar constituye está, por su naturaleza, destinada a agotarse, ya que su 
finalidad habrá quedado lograda en el momento en que se produzca la providencia 
sobre el mérito de la controversia“. (p.297) 
 
Según Francesco Carnelutti “El criterio que sirve para distinguir las 
providencias de cognición de la ejecución es diverso del que sirve para distinguir 
las providencias cautelares de todas las otras providencias las cuales dada la 
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dificultad de encontrar una calificación positiva exactamente contrapuesta, se 
pueden por ahora designar negativamente con la expresión poco comprometedora 
de no cautelares”.  
 
 
Según Prieto Castro, (1985)  “La jurisdicción tiene asignado como contenido 
no solamente la satisfacción del derecho a la justicia  mediante el ejercicio de las 
funciones de declaración y de ejecución del derecho sino que también cumple una 
nueva función, que se conoce como cautelar o preventiva” (p. 847) 
 
Las medidas cautelares en el proceso arbitral: Visión Mundial, Como 
expresa  Marcela Rodríguez Mejía, (2013) “En la esfera internacional comparada 
hay países que no contemplan en sus normativas internas que los árbitros tengan 
competencia en materia cautelar, otorgando la exclusividad de la misma a los 
jueces. Pueden servir como ejemplo, sin ánimo de exhaustividad, el caso de Italia, 
China, Argentina, Honduras y Brasil”. 
 
Según Rafael Bernal Gutiérrez en Colombia en aplicación de la Ley 1563 de 
2012 “para adoptar medidas cautelares, tiene el Tribunal que seguir un marco de 
referencia que debe ponderar cuidadosamente. El solicitante deberá demostrar al 




Según la Corte Constitucional, en sentencia C-523 de 2009 “Las medidas 
cautelares son aquellos instrumentos con los cuales el ordenamiento protege, de 
manera provisional, y mientras dura el proceso, la integridad de un derecho que es 
controvertido en ese mismo proceso. De esa manera el ordenamiento protege 
preventivamente a quien acude a las autoridades judiciales  a reclamar un 








Artículo 116. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el 
Consejo de Estado, el Consejo Superior de la Judicatura, la Fiscalía General de la 
Nación, los Tribunales y los jueces, administran justicia. También lo hace la 
Justicia Penal Militar.  
 
El Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales.  
 
Excepcionalmente la ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias 
precisas a determinadas autoridades administrativas. Sin embargo no les será 
permitido adelantar la instrucción de sumarios ni juzgar delitos.  
 
Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de 
administrar justicia en la condición de jurados de las causas criminales, 
conciliadores o en la de árbitros habilitados por las partes para proferir fallos en 
derecho o en equidad, en los términos que determine la ley.  
 
Artículo 230. Los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al 
imperio de la ley.  
 
La equidad, jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina 
son criterios auxiliares de la actividad judicial.  
 
 
Ley 1563 de 2012 
 
Por medio de la cual se expide el Estatuto de Arbitraje Nacional e 
Internacional y se dictan otras disposiciones. Esta normativa será utilizada en 
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totalidad por cuanto de forma integral y sistemática se debe hacer el análisis de 
todo lo que presenta el Estatuto Arbitral Colombiano contenido en la ley 
anteriormente citada. 
 
Ley 1564 de 2012 
 
Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan 
otras disposiciones.  
 
Artículo 588. Pronunciamiento y comunicación sobre medidas cautelares. 
Cuando la solicitud de medidas cautelares se haga por fuera de audiencia, el juez 
resolverá, a más tardar, al día siguiente del reparto o a la presentación de la 
solicitud. 
Tratándose de embargo o de inscripción de demanda sobre bienes 
sometidos a registro el juez la comunicará al registrador por el medio más 
expedito. 
De la misma manera se comunicará el decreto de medidas cautelares a 
quien deba cumplir la orden. 
Artículo 589. Medidas cautelares en la práctica de pruebas extraprocesales. 
En los asuntos relacionados con violaciones a la propiedad intelectual, la 
competencia desleal y en los demás en que expresamente una ley especial 
permita la práctica de medidas cautelares extraprocesales, estas podrán 
solicitarse, decretarse y practicarse en el curso de una prueba extraprocesal. 
El juez las decretará cuando el peticionario acredite el cumplimiento de los 
requisitos exigidos por dicha ley. 
Si para la práctica de la medida cautelar la ley exige prestar caución, el juez 
inmediatamente fijará su monto y esta deberá prestarse después de la diligencia 
en el término que el juez indique, que no podrá exceder del establecido por la ley 
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para la iniciación del respectivo proceso. Si la caución no se constituye 
oportunamente, el solicitante deberá pagar los daños y perjuicios que se hubieren 
causado, multa de hasta cien salarios mínimos legales mensuales vigentes (100 
smlmv), y la medida cautelar se levantará. Mientras no sea prestada la caución, el 
solicitante no podrá desistir de la medida cautelar, salvo que el perjudicado con la 
misma lo acepte. 
Parágrafo. Las pruebas extraprocesales y las medidas cautelares 
extraprocesales practicadas ante quien ejerce funciones jurisdiccionales podrán 
hacerse valer ante cualquier otra autoridad o particular con funciones 
jurisdiccionales. 
Artículo 590. Medidas cautelares en procesos declarativos. En los procesos 
declarativos se aplicarán las siguientes reglas para la solicitud, decreto, práctica, 
modificación, sustitución o revocatoria de las medidas cautelares: 
1. Desde la presentación de la demanda, a petición del demandante, el juez 
podrá decretar las siguientes medidas cautelares: 
a) La inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a registro y el 
secuestro de los demás cuando la demanda verse sobre dominio u otro derecho 
real principal, directamente o como consecuencia de una pretensión distinta o en 
subsidio de otra, o sobre una universalidad de bienes. 
Si la sentencia de primera instancia es favorable al demandante, a petición 
de este el juez ordenará el secuestro de los bienes objeto del proceso. 
b) La inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a registro que sean de 
propiedad del demandado, cuando en el proceso se persiga el pago de perjuicios 
provenientes de responsabilidad civil contractual o extracontractual. 
Si la sentencia de primera instancia es favorable al demandante, a petición 
de este el juez ordenará el embargo y secuestro de los bienes afectados con la 
inscripción de la demanda, y de los que se denuncien como de propiedad del 
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demandado, en cantidad suficiente para el cumplimiento de aquella. 
El demandado podrá impedir la práctica de las medidas cautelares a que se 
refiere este literal o solicitar que se levanten, si presta caución por el valor de las 
pretensiones para garantizar el cumplimiento de la eventual sentencia favorable al 
demandante o la indemnización de los perjuicios por la imposibilidad de cumplirla. 
También podrá solicitar que se sustituyan por otras cautelas que ofrezcan 
suficiente seguridad. 
c) Cualquiera otra medida que el juez encuentre razonable para la protección 
del derecho objeto del litigio, impedir su infracción o evitar las consecuencias 
derivadas de la misma, prevenir daños, hacer cesar los que se hubieren causado 
o asegurar la efectividad de la pretensión. 
Para decretar la medida cautelar el juez apreciará la legitimación o interés 
para actuar de las partes y la existencia de la amenaza o la vulneración del 
derecho. 
Así mismo, el juez tendrá en cuenta la apariencia de buen derecho, como 
también la necesidad, efectividad y proporcionalidad de la medida y, si lo estimare 
procedente, podrá decretar una menos gravosa o diferente de la solicitada. El juez 
establecerá su alcance, determinará su duración y podrá disponer de oficio o a 
petición de parte la modificación, sustitución o cese de la medida cautelar 
adoptada. 
Cuando se trate de medidas cautelares relacionadas con pretensiones 
pecuniarias, el demandado podrá impedir su práctica o solicitar su levantamiento o 
modificación mediante la prestación de una caución para garantizar el 
cumplimiento de la eventual sentencia favorable al demandante o la indemnización 
de los perjuicios por la imposibilidad de cumplirla. No podrá prestarse caución 
cuando las medidas cautelares no estén relacionadas con pretensiones 




2. Para que sea decretada cualquiera de las anteriores medidas cautelares, 
el demandante deberá prestar caución equivalente al veinte por ciento (20%) del 
valor de las pretensiones estimadas en la demanda, para responder por las costas 
y perjuicios derivados de su práctica. Sin embargo, el juez, de oficio o a petición 
de parte, podrá aumentar o disminuir el monto de la caución cuando lo considere 
razonable, o fijar uno superior al momento de decretar la medida. No será 
necesario prestar caución para la práctica de embargos y secuestros después de 
la sentencia favorable de primera instancia. 
Parágrafo primero. En todo proceso y ante cualquier jurisdicción, cuando se 
solicite la práctica de medidas cautelares se podrá acudir directamente al juez, sin 
necesidad de agotar la conciliación prejudicial como requisito de procedibilidad.  
Parágrafo segundo. Las medidas cautelares previstas en los literales b) y c) 
del numeral 1 de este artículo se levantarán si el demandante no promueve 
ejecución dentro del término a que se refiere el artículo 306. 
Artículo 591. Inscripción de la demanda. Para la inscripción de la demanda 
remitirá comunicación a la autoridad competente de llevar el registro haciéndole 
saber quiénes son las partes en el proceso, el objeto de este, el nombre, 
nomenclatura, situación de dichos bienes y el folio de matrícula o datos del 
registro si aquella no existiere. El registrador se abstendrá de inscribir la demanda 
si el bien no pertenece al demandado. 
El registro de la demanda no pone los bienes fuera del comercio pero quien 
los adquiera con posterioridad estará sujeto a los efectos de la sentencia de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 303. Si sobre aquellos se constituyen 
posteriormente gravámenes reales o se limita el dominio, tales efectos se 
extenderán a los titulares de los derechos correspondientes. 
La vigencia del registro de otra demanda o de un embargo no impedirá el de 
una demanda posterior, ni el de una demanda el de un embargo posterior. 
Si la sentencia fuere favorable al demandante, en ella se ordenará su registro 
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y la cancelación de las anotaciones de las transferencias de propiedad, 
gravámenes y limitaciones al dominio efectuados después de la inscripción de la 
demanda, si los hubiere; cumplido lo anterior, se cancelará el registro de esta, sin 
que se afecte el registro de otras demandas. Si en la sentencia se omitiere la 
orden anterior, de oficio o a petición de parte, la dará el juez por auto que no 
tendrá recursos y se comunicará por oficio al registrador. 
Artículo 592. Inscripción de la demanda en otros procesos. En los procesos 
de pertenencia, deslinde y amojonamiento, servidumbres, expropiaciones y 
división de bienes comunes, el juez ordenará de oficio la inscripción de la 
demanda antes de la notificación del auto admisorio al demandado. Una vez 
inscrita, el oficio se remitirá por el registrador al juez, junto con un certificado sobre 
la situación jurídica del bien. 
Artículo 593. Embargos. Para efectuar embargos se procederá así: 
1. El de bienes sujetos a registro se comunicará a la autoridad competente 
de llevar el registro con los datos necesarios para la inscripción: si aquellos 
pertenecieren al afectado con la medida, lo inscribirá y expedirá a costa del 
solicitante un certificado sobre su situación jurídica en un período equivalente a 
diez (10) años, si fuere posible. Una vez inscrito el embargo, el certificado sobre la 
situación jurídica del bien se remitirá por el registrador directamente al juez. 
Si algún bien no pertenece al afectado, el registrador se abstendrá de 
inscribir el embargo y lo comunicará al juez; si lo registra, este de oficio o a 
petición de parte ordenará la cancelación del embargo. Cuando el bien esté siendo 
perseguido para hacer efectiva la garantía real, deberá aplicarse lo dispuesto en el 
numeral 2 del artículo 468. 
2. El de los derechos que por razón de mejoras o cosechas tenga una 
persona que ocupa un predio de propiedad de otra, se perfeccionará previniendo a 
aquella y al obligado al respectivo pago, que se entiendan con el secuestre para 
todo lo relacionado con las mejoras y sus productos o beneficios. 
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Para el embargo de mejoras plantadas por una persona en terrenos baldíos, 
se notificará a esta para que se abstenga de enajenarlas o gravarlas. 
3. El de bienes muebles no sujetos a registro y el de la posesión sobre 
bienes muebles o inmuebles se consumará mediante el secuestro de estos, 
excepto en los casos contemplados en los numerales siguientes. 
4. El de un crédito u otro derecho semejante se perfeccionará con la 
notificación al deudor mediante entrega del correspondiente oficio, en el que se le 
prevendrá que para hacer el pago deberá constituir certificado de depósito a 
órdenes del juzgado. Si el deudor se negare a firmar el recibo del oficio, lo hará 
por él cualquiera persona que presencie el hecho. 
Al recibir el deudor la notificación deberá informar acerca de la existencia del 
crédito, de cuándo se hace exigible, de su valor, de cualquier embargo que con 
anterioridad se le hubiere comunicado y si se le notificó antes alguna cesión o si la 
aceptó, con indicación del nombre del cesionario y la fecha de aquella, so pena de 
responder por el correspondiente pago, de todo lo cual se le prevendrá en el oficio 
de embargo. 
La notificación al deudor interrumpe el término para la prescripción del 
crédito, y si aquel no lo paga oportunamente, el juez designará secuestre quien 
podrá adelantar proceso judicial para tal efecto. Si fuere hallado el título del 
crédito, se entregará al secuestre; en caso contrario, se le expedirán las copias 
que solicite para que inicie el proceso. 
El embargo del crédito de percepción sucesiva comprende los vencimientos 
posteriores a la fecha en que se decretó y los anteriores que no hubieren sido 
cancelados. 
5. El de derechos o créditos que la persona contra quien se decrete el 
embargo persiga o tenga en otro proceso se comunicará al juez que conozca de él 
para los fines consiguientes, y se considerará perfeccionado desde la fecha de 
recibo de la comunicación en el respectivo despacho judicial. 
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6. El de acciones en sociedades anónimas o en comandita por acciones, 
bonos, certificados nominativos de depósito, unidades de fondos mutuos, títulos 
similares, efectos públicos nominativos y en general títulos valores a la orden, se 
comunicará al gerente, administrador o liquidador de la respectiva sociedad o 
empresa emisora o al representante administrativo de la entidad pública o a la 
entidad administradora, según sea el caso, para que tome nota de él, de lo cual 
deberá dar cuenta al juzgado dentro de los tres (3) días siguientes, so pena de 
incurrir en multa de dos (2) a cinco (5) salarios mínimos legales mensuales. El 
embargo se considerará perfeccionado desde la fecha de recibo del oficio y a 
partir de esta no podrá aceptarse ni autorizarse transferencia ni gravamen alguno. 
El de acciones, títulos, bonos y efectos públicos, títulos valores y efectos 
negociables a la orden y al portador, se perfeccionará con la entrega del 
respectivo título al secuestre. 
Los embargos previstos en este numeral se extienden a los dividendos, 
utilidades, intereses y demás beneficios que al derecho embargado correspondan, 
con los cuales deberá constituirse certificado de depósito a órdenes del juzgado, 
so pena de hacerse responsable de dichos valores. 
El secuestre podrá adelantar el cobro judicial, exigir rendición de cuentas y 
promover cualesquiera otras medidas autorizadas por la ley con dicho fin. 
7. El del interés de un socio en sociedad colectiva y de gestores de la en 
comandita, o de cuotas en una de responsabilidad limitada, o en cualquier otro tipo 
de sociedad, se comunicará a la autoridad encargada de la matrícula y registro de 
sociedades, la que no podrá registrar ninguna transferencia o gravamen de dicho 
interés, ni reforma de la sociedad que implique la exclusión del mencionado socio 
o la disminución de sus derechos en ella. 
A este embargo se aplicará lo dispuesto en el inciso tercero del numeral 
anterior y se comunicará al representante de la sociedad en la forma establecida 




8. Si el deudor o la persona contra quien se decreta el embargo fuere socio 
comanditario, se comunicará al socio o socios gestores o al liquidador, según 
fuere el caso. El embargo se considerará perfeccionado desde la fecha de recibo 
del oficio. 
9. El de salarios devengados o por devengar se comunicará al pagador o 
empleador en la forma indicada en el inciso primero del numeral 4 para que de las 
sumas respectivas retenga la proporción determinada por la ley y constituya 
certificado de depósito, previniéndole que de lo contrario responderá por dichos 
valores. 
Si no se hicieren las consignaciones el juez designará secuestre que deberá 
adelantar el cobro judicial, si fuere necesario. 
10. El de sumas de dinero depositadas en establecimientos bancarios y 
similares, se comunicará a la correspondiente entidad como lo dispone el inciso 
primero del numeral 4, debiéndose señalar la cuantía máxima de la medida, que 
no podrá exceder del valor del crédito y las costas más un cincuenta por ciento 
(50%). Aquellos deberán constituir certificado del depósito y ponerlo a disposición 
del juez dentro de los tres (3) días siguientes al recibo de la comunicación; con la 
recepción del oficio queda consumado el embargo. 
11. El de derechos proindiviso en bienes muebles se comunicará a los otros 
copartícipes, advirtiéndoles que en todo lo relacionado con aquellos deben 
entenderse con el secuestre. 
Parágrafo 1o. En todos los casos en que se utilicen mensajes de datos los 
emisores dejarán constancia de su envío y los destinatarios, sean oficinas públicas 
o particulares, tendrán el deber de revisarlos diariamente y tramitarlos de manera 
inmediata. 
Parágrafo 2o. La inobservancia de la orden impartida por el juez, en todos los 
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caso previstos en este artículo, hará incurrir al destinatario del oficio respectivo en 
multas sucesivas de dos (2) a cinco (5) salarios mínimos mensuales. 
Artículo 594. Bienes inembargables. Además de los bienes inembargables 
señalados en la Constitución Política o en leyes especiales, no se podrán 
embargar: 
1. Los bienes, las rentas y recursos incorporados en el presupuesto general 
de la Nación o de las entidades territoriales, las cuentas del sistema general de 
participación, regalías y recursos de la seguridad social. 
2. Los depósitos de ahorro constituidos en los establecimientos de crédito, en 
el monto señalado por la autoridad competente, salvo para el pago de créditos 
alimentarios. 
3. Los bienes de uso público y los destinados a un servicio público cuando 
este se preste directamente por una entidad descentralizada de cualquier orden, o 
por medio de concesionario de estas; pero es embargable hasta la tercera parte 
de los ingresos brutos del respectivo servicio, sin que el total de embargos que se 
decreten exceda de dicho porcentaje. 
Cuando el servicio público lo presten particulares, podrán embargarse los 
bienes destinados a él, así como los ingresos brutos que se produzca y el 
secuestro se practicará como el de empresas industriales. 
4. Los recursos municipales originados en transferencias de la Nación, salvo 
para el cobro de obligaciones derivadas de los contratos celebrados en desarrollo 
de las mismas. 
5. Las sumas que para la construcción de obras públicas se hayan anticipado 
o deben anticiparse por las entidades de derecho público a los contratistas de 
ellas, mientras no hubiere concluido su construcción, excepto cuando se trate de 
obligaciones en favor de los trabajadores de dichas obras, por salarios, 
prestaciones sociales e indemnizaciones. 
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6. Los salarios y las prestaciones sociales en la proporción prevista en las 
leyes respectivas. La inembargabilidad no se extiende a los salarios y 
prestaciones legalmente enajenados. 
7. Las condecoraciones y pergaminos recibidos por actos meritorios. 
8. Los uniformes y equipos de los militares. 
9. Los terrenos o lugares utilizados como cementerios o enterramientos. 
10. Los bienes destinados al culto religioso de cualquier confesión o iglesia 
que haya suscrito concordato o tratado de derecho internacional o convenio de 
derecho público interno con el Estado colombiano. 
11. El televisor, el radio, el computador personal o el equipo que haga sus 
veces, y los elementos indispensables para la comunicación personal, los 
utensilios de cocina, la nevera y los demás muebles necesarios para la 
subsistencia del afectado y de su familia, o para el trabajo individual, salvo que se 
trate del cobro del crédito otorgado para la adquisición del respectivo bien. Se 
exceptúan los bienes suntuarios de alto valor. 
12. El combustible y los artículos alimenticios para el sostenimiento de la 
persona contra quien se decretó el secuestro y de su familia durante un (1) mes, a 
criterio del juez. 
13. Los derechos personalísimos e intransferibles. 
14. Los derechos de uso y habitación. 
15. Las mercancías incorporadas en un título-valor que las represente, a 
menos que la medida comprenda la aprehensión del título. 
16. Las dos terceras partes de las rentas brutas de las entidades territoriales. 
Parágrafo. Los funcionarios judiciales o administrativos se abstendrán de 
decretar órdenes de embargo sobre recursos inembargables. En el evento en que 
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por ley fuere procedente decretar la medida no obstante su carácter de 
inembargable, deberán invocar en la orden de embargo el fundamento legal para 
su procedencia. 
Recibida una orden de embargo que afecte recursos de naturaleza 
inembargable, en la cual no se indicare el fundamento legal para la procedencia 
de la excepción, el destinatario de la orden de embargo, se podrá abstener de 
cumplir la orden judicial o administrativa, dada la naturaleza de inembargable de 
los recursos. En tal evento, la entidad destinataria de la medida, deberá informar al 
día hábil siguiente a la autoridad que decretó la medida, sobre el hecho del no 
acatamiento de la medida por cuanto dichos recursos ostentan la calidad de 
inembargables. La autoridad que decretó la medida deberá pronunciarse dentro de 
los tres (3) días hábiles siguientes a la fecha de envío de la comunicación, acerca 
de si procede alguna excepción legal a la regla de inembargabilidad. Si pasados 
tres (3) días hábiles el destinatario no se recibe oficio alguno, se entenderá 
revocada la medida cautelar. 
En el evento de que la autoridad judicial o administrativa insista en la medida 
de embargo, la entidad destinataria cumplirá la orden, pero congelando los 
recursos en una cuenta especial que devengue intereses en las mismas 
condiciones de la cuenta o producto de la cual se produce el débito por cuenta del 
embargo. En todo caso, las sumas retenidas solamente se pondrán a disposición 
del juzgado, cuando cobre ejecutoria la sentencia o la providencia que le ponga fin 
al proceso que así lo ordene. 
 
 
Artículo 595. Secuestro. Para el secuestro de bienes se aplicarán las 
siguientes reglas: 
1. En el auto que lo decrete se señalará fecha y hora para la diligencia y se 
designará secuestre que deberá concurrir a ella, so pena de multa de diez (10) a 
veinte (20) salarios mínimos mensuales. Aunque no concurra el secuestre la 
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diligencia se practicará si el interesado en la medida lo solicita para los fines del 
numeral 3. 
2. Las partes, de común acuerdo, antes o después de practicada la 
diligencia, podrán designar secuestre o disponer que los bienes sean dejados al 
ejecutado en calidad de secuestre, casos en los cuales el juez hará las 
prevenciones correspondientes. 
3. Cuando se trate de inmueble ocupado exclusivamente para la vivienda de 
la persona contra quien se decretó la medida, el juez se lo dejará en calidad de 
secuestre y le hará las prevenciones del caso, salvo que el interesado en la 
medida solicite que se le entregue al secuestre designado por el juez. 
4. La entrega de bienes al secuestre se hará previa relación de ellos en el 
acta, con indicación del estado en que se encuentren. 
5. Cuando se trate de derechos proindiviso en bienes inmuebles, en la 
diligencia de secuestro se procederá como se dispone en el numeral 11 del 
artículo 593. 
6. Salvo lo dispuesto en los numerales siguientes y en el artículo 51, el 
secuestre depositará inmediatamente los vehículos, máquinas, mercancías, 
muebles, enseres y demás bienes en la bodega de que disponga y a falta de esta 
en un almacén general de depósito u otro lugar que ofrezca plena seguridad, de lo 
cual informará por escrito al juez al día siguiente, y deberá tomar las medidas 
adecuadas para la conservación y mantenimiento. En cuanto a los vehículos de 
servicio público, se estará a lo estatuido en el numeral 9. 
No obstante, cuando se trate de vehículos automotores, el funcionario que 
realice la diligencia de secuestro los entregará en depósito al acreedor, si este lo 
solicita y ha prestado, ante el juez que conoce del proceso, caución que garantice 




7. Si se trata de semovientes o de bienes depositados en bodegas, se 
dejarán con las debidas seguridades en el lugar donde se encuentren hasta 
cuando el secuestre considere conveniente su traslado y este pueda ejecutar, en 
las condiciones ordinarias del mercado, las operaciones de venta o explotación a 
que estuvieren destinados, procurando seguir el sistema de administración 
vigente. 
8. Cuando lo secuestrado sea un establecimiento de comercio, o una 
empresa industrial o minera u otra distinta, el factor o administrador continuará en 
ejercicio de sus funciones con calidad de secuestre y deberá rendir cuentas 
periódicamente en la forma que le señale el juez. Sin embargo, a solicitud del 
interesado en la medida, el juez entregará la administración del establecimiento al 
secuestre designado y el administrador continuará en el cargo bajo la dependencia 
de aquel, y no podrá ejecutar acto alguno sin su autorización, ni disponer de 
bienes o dineros. 
Inmediatamente se hará inventario por el secuestre y las partes o personas 
que estas designen sin que sea necesaria la presencia del juez, copia del cual, 
firmado por quienes intervengan, se agregará al expediente. 
La maquinaria que esté en servicio se dejará en el mismo lugar, pero el 
secuestre podrá retirarla una vez decretado el remate, para lo cual podrá solicitar 
el auxilio de la policía. 
9. El secuestro de los bienes destinados a un servicio público prestado por 
particulares se practicará en la forma indicada en el inciso primero del numeral 
anterior. 
10. El secuestro de cosechas pendientes o futuras se practicará en el 
inmueble, dejándolas a disposición del secuestre, quien adoptará las medidas 
conducentes para su administración, recolección y venta en las condiciones 
ordinarias del mercado. 
11. Cuando lo secuestrado sea dinero el juez ordenará constituir con él 
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inmediatamente un certificado de depósito. 
12. Cuando se trate de títulos de crédito, alhajas y en general objetos 
preciosos, el secuestre los entregará en custodia a una entidad especializada, 
previa su completa especificación, de lo cual informará al juez al día siguiente. 
13. Cuando no se pueda practicar inmediatamente un secuestro o deba 
suspenderse, el juez o el comisionado podrá asegurar con cerraduras los 
almacenes o habitaciones u otros locales donde se encuentren los bienes o 
documentos, colocar sellos que garanticen su conservación y solicitar vigilancia de 
la policía. 
Parágrafo. Cuando se trate del secuestro de vehículos automotores, el juez 
comisionará al respectivo inspector de tránsito para que realice la aprehensión y el 
secuestro del bien. 
Artículo 596. Oposiciones al secuestro. A las oposiciones al secuestro se 
aplicarán las siguientes reglas: 
 
1. Situación del tenedor. Si al practicarse el secuestro los bienes se hallan en 
poder de quien alegue y demuestre título de tenedor con especificación de sus 
estipulaciones principales, anterior a la diligencia y procedente de la parte contra 
la cual se decretó la medida, esta se llevará a efecto sin perjudicar los derechos 
de aquel, a quien se prevendrá que en lo sucesivo se entienda con el secuestre, 
que ejercerá los derechos de dicha parte con fundamento en el acta respectiva 
que le servirá de título, mientras no se constituya uno nuevo. 
2. Oposiciones. A las oposiciones se aplicará en lo pertinente lo dispuesto en 
relación con la diligencia de entrega. 
3. Persecución de derechos sobre el bien cuyo secuestro se levanta. 
Levantado el secuestro de bienes muebles no sujetos a registro quedará 
insubsistente el embargo. Si se trata de bienes sujetos a aquel embargados en 
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proceso de ejecución, dentro de los tres (3) días siguientes a la ejecutoria del auto 
favorable al opositor, que levante el secuestro, o se abstenga de practicarlo en 
razón de la oposición, podrá el interesado expresar que insiste en perseguir los 
derechos que tenga el demandado en ellos, caso en el cual se practicará el 
correspondiente avalúo; de lo contrario se levantará el embargo. 
Artículo 597. Levantamiento del embargo y secuestro. Se levantarán el 
embargo y secuestro en los siguientes casos: 
1. Si se pide por quien solicitó la medida, cuando no haya litisconsortes o 
terceristas; si los hubiere, por aquel y estos, y si se tratare de proceso de sucesión 
por todos los herederos reconocidos y el cónyuge o compañero permanente. 
2. Si se desiste de la demanda que originó el proceso, en los mismos casos 
del numeral anterior. 
3. Si el demandado presta caución para garantizar lo que se pretende, y el 
pago de las costas. 
4. Si se ordena la terminación del proceso ejecutivo por la revocatoria del 
mandamiento de pago o por cualquier otra causa. 
5. Si se absuelve al demandado en proceso declarativo, o este termina por 
cualquier otra causa. 
6. Si el demandante en proceso declarativo no formula la solicitud de que 
trata el inciso primero del artículo 306 dentro de los treinta (30) días siguientes a la 
ejecutoria de la sentencia que contenga la condena. 
7. Si se trata de embargo sujeto a registro, cuando del certificado del 
registrador aparezca que la parte contra quien se profirió la medida no es la titular 
del dominio del respectivo bien, sin perjuicio de lo establecido para la efectividad 
de la garantía hipotecaria o prendaria*. 
 
8. Si un tercero poseedor que no estuvo presente en la diligencia de 
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secuestro solicita al juez del conocimiento, dentro de los veinte (20) días 
siguientes a la práctica de la diligencia, si lo hizo el juez de conocimiento o a la 
notificación del auto que ordena agregar el despacho comisorio, que se declare 
que tenía la posesión material del bien al tiempo en que aquella se practicó, y 
obtiene decisión favorable. La solicitud se tramitará como incidente, en el cual el 
solicitante deberá probar su posesión. 
También podrá promover el incidente el tercero poseedor que haya estado 
presente en la diligencia sin la representación de apoderado judicial, pero el 
término para hacerlo será de cinco (5) días. 
Si el incidente se decide desfavorablemente a quien lo promueve, se 
impondrá a este una multa de cinco (5) a veinte (20) salarios mínimos mensuales. 
9. Cuando exista otro embargo o secuestro anterior. 
10. Cuando pasados cinco (5) años a partir de la inscripción de la medida, no 
se halle el expediente en que ella se decretó. Con este propósito, el respectivo 
juez fijará aviso en la secretaría del juzgado por el término de veinte (20) días, 
para que los interesados puedan ejercer sus derechos. Vencido este plazo, el juez 
resolverá lo pertinente. 
En los casos de los numerales 1, 2, 9 y 10 para resolver la respectiva 
solicitud no será necesario que se haya notificado el auto admisorio de la 
demanda o el mandamiento ejecutivo. 
Siempre que se levante el embargo o secuestro en los casos de los 
numerales 1, 2, 4, 5 y 8 del presente artículo, se condenará de oficio o a solicitud 
de parte en costas y perjuicios a quienes pidieron tal medida, salvo que las partes 
convengan otra cosa. 
En todo momento cualquier interesado podrá pedir que se repita el oficio de 
cancelación de medidas cautelares. 
11. Cuando el embargo recaiga contra uno de los recursos públicos 
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señalados en el artículo 594, y este produzca insostenibilidad fiscal o presupuestal 
del ente demandado, el Procurador General de la Nación, el Ministro del 
respectivo ramo, el Alcalde, el Gobernador o el Director de la Agencia Nacional de 
Defensa Jurídica del Estado, podrán solicitar su levantamiento. 
Parágrafo. Lo previsto en los numerales 1, 2, 5, 7 y 10 de este artículo 
también se aplicará para levantar la inscripción de la demanda. 
 
Artículo 598. Medidas cautelares en procesos de familia. En los procesos de 
nulidad de matrimonio, divorcio, cesación de efectos civiles de matrimonio 
religioso, separación de cuerpos y de bienes, liquidación de sociedades 
conyugales, disolución y liquidación de sociedades patrimoniales entre 
compañeros permanentes, se aplicarán las siguientes reglas: 
1. Cualquiera de las partes podrá pedir embargo y secuestro de los bienes 
que puedan ser objeto de gananciales y que estuvieran en cabeza de la otra. 
Concordancias 
 
2. El embargo y secuestro practicados en estos procesos no impedirán 
perfeccionar los que se decreten sobre los mismos bienes en trámite de ejecución, 
antes de quedar en firme la sentencia favorable al demandante que en aquellos se 
dicte; con tal objeto, recibida la comunicación del nuevo embargo, 
simultáneamente con su inscripción, el registrador cancelará el anterior e 
informará de inmediato y por escrito al juez que adelanta el proceso de familia, 
quien, en caso de haberse practicado el secuestro, remitirá al juzgado donde se 
sigue el ejecutivo copia de la diligencia a fin de que tenga efecto en este, y oficiará 
al secuestre para darle cuenta de lo sucedido. El remanente no embargado en 
otras ejecuciones y los bienes que en estas se desembarguen, se considerarán 
embargados para los fines del asunto familiar. 
Ejecutoriada la sentencia que se dicte en los procesos nulidad, divorcio, 
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cesación de los efectos civiles del matrimonio religioso, separación de cuerpos y 
de bienes, cesará la prelación, por lo que el juez lo comunicará de inmediato al 
registrador, para que se abstenga de inscribir nuevos embargos, salvo el 
hipotecario. 
3. Las anteriores medidas se mantendrán hasta la ejecutoria de la sentencia; 
pero si a consecuencia de esta fuere necesario liquidar la sociedad conyugal o 
patrimonial, continuarán vigentes en el proceso de liquidación. 
Si dentro de los dos (2) meses siguientes a la ejecutoria de la sentencia que 
disuelva la sociedad conyugal o patrimonial, no se hubiere promovido la 
liquidación de esta, se levantarán aun de oficio las medidas cautelares. 
4. Cualquiera de los cónyuges o compañeros permanentes podrá promover 
incidente con el propósito de que se levanten las medidas que afecten sus bienes 
propios. 
5. Si el juez lo considera conveniente, también podrá adoptar, según el caso, 
las siguientes medidas: 
a) Autorizar la residencia separada de los cónyuges, y si estos fueren 
menores, disponer el depósito en casa de sus padres o de sus parientes más 
próximos o en la de un tercero. 
b) Dejar a los hijos al cuidado de uno de los cónyuges o de ambos, o de un 
tercero. 
c) Señalar la cantidad con que cada cónyuge deba contribuir, según su 
capacidad económica, para gastos de habitación y sostenimiento del otro cónyuge 
y de los hijos comunes, y la educación de estos. 
d) Decretar, en caso de que la mujer esté embarazada, las medidas previstas 
por la ley para evitar suposición de parto. 
e) Decretar, a petición de parte, el embargo y secuestro de los bienes 
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sociales y los propios, con el fin de garantizar el pago de alimentos a que el 
cónyuge y los hijos tuvieren derecho, si fuere el caso. 
f) A criterio del juez cualquier otra medida necesaria para evitar que se 
produzcan nuevos actos de violencia intrafamiliar o para hacer cesar sus efectos 
y, en general, en los asuntos de familia, podrá actuar de oficio en la adopción de 
las medidas personales de protección que requiera la pareja, el niño, niña o 
adolescente, el discapacitado mental y la persona de la tercera edad; para tal fin, 
podrá decretar y practicar las pruebas que estime pertinentes, incluyendo las 
declaraciones del niño, niña o adolescente. 
6. En el proceso de alimentos se decretará la medida cautelar prevista en el 
literal c) del numeral 5 y se dará aviso a las autoridades de emigración para que el 
demandado no pueda ausentarse del país sin prestar garantía suficiente que 
respalde el cumplimiento de la obligación hasta por dos (2) años. 
 
Artículo 599. Embargo y secuestro. Desde la presentación de la demanda el 
ejecutante podrá solicitar el embargo y secuestro de bienes del ejecutado. 
Cuando se ejecute por obligaciones de una persona fallecida, antes de 
liquidarse la sucesión, sólo podrán embargarse y secuestrarse bienes del 
causante. 
El juez, al decretar los embargos y secuestros, podrá limitarlos a lo 
necesario; el valor de los bienes no podrá exceder del doble del crédito cobrado, 
sus intereses y las costas prudencialmente calculadas, salvo que se trate de un 
solo bien o de bienes afectados por hipoteca o prenda* que garanticen aquel 
crédito, o cuando la división disminuya su valor o su venalidad. 
En el momento de practicar el secuestro el juez deberá de oficio limitarlo en 
la forma indicada en el inciso anterior, si el valor de los bienes excede 
ostensiblemente del límite mencionado, o aparece de las facturas de compra, 
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libros de contabilidad, certificados de catastro o recibos de pago de impuesto 
predial, o de otros documentos oficiales, siempre que se le exhiban tales pruebas 
en la diligencia. 
En los procesos ejecutivos, el ejecutado que proponga excepciones de 
mérito o el tercer afectado con la medida cautelar, podrán solicitarle al juez que 
ordene al ejecutante prestar caución hasta por el diez por ciento (10%) del valor 
actual de la ejecución para responder por los perjuicios que se causen con su 
práctica, so pena de levantamiento. La caución deberá prestarse dentro de los 
quince (15) días siguientes a la notificación del auto que la ordene. Contra la 
providencia anterior, no procede recurso de apelación. Para establecer el monto 
de la caución, el juez deberá tener en cuenta la clase de bienes sobre los que 
recae la medida cautelar practicada y la apariencia de buen derecho de las 
excepciones de mérito. 
La caución a que se refiere el artículo anterior, no procede cuando el 
ejecutante sea una entidad financiera o vigilada por la Superintendencia 
Financiera de Colombia o una entidad de derecho público. 
Cuando se trate de caución expedida por compañía de seguros, su 
efectividad podrá reclamarse también por el asegurado o beneficiario directamente 
ante la aseguradora, de acuerdo con las normas del Código de Comercio. 
Parágrafo. El ejecutado podrá solicitar que de la relación de bienes de su 
propiedad e ingresos, el juez ordene el embargo y secuestro de los que señale 
con el fin de evitar que se embarguen otros, salvo cuando el embargo se funde en 
garantía real. El juez, previo traslado al ejecutante por dos (2) días, accederá a la 
solicitud siempre que sean suficientes, con sujeción a los criterios establecidos en 
los dos incisos anteriores. 
Artículo 600. Reducción de embargos. En cualquier estado del proceso una 
vez consumados los embargos y secuestros, y antes de que se fije fecha para 
remate, el juez, a solicitud de parte o de oficio, cuando con fundamento en los 
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documentos señalados en el cuarto inciso del artículo anterior considere que las 
medidas cautelares son excesivas, requerirá al ejecutante para que en el término 
de cinco (5) días, manifieste de cuáles de ellas prescinde o rinda las explicaciones 
a que haya lugar. Si el valor de alguno o algunos de los bienes supera el doble del 
crédito, sus intereses y las costas prudencialmente calculadas, decretará el 
desembargo de los demás, a menos que estos sean objeto de hipoteca o prenda* 
que garantice el crédito cobrado, o se perjudique el valor o la venalidad de los 
bienes embargados. 
Cuando exista embargo de remanente el juez deberá poner los bienes 
desembargados a disposición del proceso en que haya sido decretado. 
Artículo 601. Secuestro de bienes sujetos a registro. El secuestro de bienes 
sujetos a registro sólo se practicará una vez se haya inscrito el embargo. En todo 
caso, debe perfeccionarse antes de que se ordene el remate; en el evento de 
levantarse el secuestro, se aplicará lo dispuesto en el numeral 3 del artículo 596. 
El certificado del registrador no se exigirá cuando lo embargado fuere la 
explotación económica que el demandado tenga en terrenos baldíos, o la posesión 
sobre bienes muebles o inmuebles. 
Artículo 602. Consignación para impedir o levantar embargos y secuestros. 
El ejecutado podrá evitar que se practiquen embargos y secuestros solicitados por 
el ejecutante o solicitar el levantamiento de los practicados, si presta caución por 
el valor actual de la ejecución aumentada en un cincuenta por ciento (50%). 
Cuando existiere embargo de remanente o los bienes desembargados fueren 
perseguidos en otro proceso, deberán ponerse a disposición de este o del proceso 
en que se decretó aquel. 
Artículo 603. Clases, cuantía y oportunidad para constituirlas. Las cauciones 
que ordena prestar la ley o este código pueden ser reales, bancarias u otorgadas 
por compañías de seguros, en dinero, títulos de deuda pública, certificados de 
depósito a término o títulos similares constituidos en instituciones financieras. 
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En la providencia que ordene prestar la caución se indicará su cuantía y el 
plazo en que debe constituirse, cuando la ley no las señale. Si no se presta 
oportunamente, el juez resolverá sobre los efectos de la renuencia, de 
conformidad con lo dispuesto en este código. 
Las cauciones en dinero deberán consignarse en la cuenta de depósitos 
judiciales del respectivo despacho. 
Cualquier caución constituida podrá reemplazarse por dinero o por otra que 
ofrezca igual o mayor efectividad. 
Artículo 604. Calificación y cancelación. Prestada la caución, el juez calificará 
su suficiencia y la aceptará o rechazará, para lo cual observará las siguientes 
reglas: 
1. La caución hipotecaria se otorgará a favor del respectivo juzgado o tribunal 
y dentro del término señalado para prestarla deberá presentarse un certificado del 
notario sobre la fecha de la escritura de hipoteca, copia de la minuta de esta 
autenticada por el mismo funcionario, el título de propiedad del inmueble, un 
certificado de su tradición y libertad en un período de diez (10) años si fuere 
posible, y el certificado de avalúo catastral. Los notarios darán prelación a estas 
escrituras, y su copia registrada se presentará al juez dentro de los seis (6) días 
siguientes al registro. 
2. Cuando se trate de caución prendaria*, deberá acompañarse el certificado 
de la cotización de los bienes en la última operación que sobre ellos haya habido 
en una bolsa de valores que funcione legalmente, o un avalúo. 
Los bienes dados en prenda deberán entregarse al juez junto con la solicitud 
para que se acepte la caución, si su naturaleza lo permite, y aquel ordenará el 
depósito en un establecimiento especializado; en los demás casos, en la misma 
solicitud se indicará el lugar donde se encuentren los bienes para que se proceda 
al secuestro, que el juez decretará y practicará inmediatamente, previa 
designación del secuestre y señalamiento de fecha y hora para la diligencia; si en 
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esta se presenta oposición y el juez la considera justificada, se prescindirá del 
secuestro. 
3. Si la caución no reúne los anteriores requisitos, el juez negará su 
aprobación y se tendrá por no constituida, y si se trata de hipoteca procederá a su 
cancelación. 
4. Salvo disposición legal en contrario, las cauciones se cancelarán una vez 
extinguido el riesgo que amparen, o cumplida la obligación que de él se derive, o 
consignado el valor de la caución a órdenes del juez. 
 
Reglamento de Arbitraje de la Cámara de Comercio de Bogotá 
Este reglamento se utilizará en totalidad para estudiar de forma integral y 
sistematica lo concerniente a la solicitud, decreto y práctica de medidas cautelares 
es uno de los centros de conciliación y arbitraje más utilizados en Colombia para 
llevar a cabo procesos arbitrales.  
 
Reglamento de la Cámara de Comercio de Cúcuta 
Este reglamento se utilizará en totalidad para estudiar de forma integral y 
sistemática lo concerniente a la solicitud, decreto y práctica de medidas cautelares 
es uno de los centros de conciliación y arbitraje de la región y que a nivel nacional 
no presenta grandes índices de realización de procesos arbitrales.  
 
Reglamento de Arbitraje de la Cámara de Comercio Internacional 
Este reglamento se utilizará en totalidad para estudiar de forma integral y 
sistemática lo concerniente a la solicitud, decreto y práctica de medidas cautelares 
es uno de los centros de conciliación y arbitraje que a nivel internacional es un 
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referente mundial en todo lo relacionado con el arbitraje.  
 
Reglamento del Centro de Arbitraje de México 
Este reglamento se utilizará en totalidad para estudiar de forma integral y 
sistemática lo concerniente a la solicitud, decreto y práctica de medidas cautelares 
es uno de los centros de conciliación y arbitraje que es referente mundial en el 






Tipo de investigación 
 
La investigación que se realizará será socio-jurídica partiendo de que se 
cumplen con tres de los elementos que hay que tener en cuenta para que se trate 
de una investigación de este tipo. Es decir, de un lado se aborda un fin que tiene 
que ver con una función del Estado, que excepcionalmente pueden ejercer los 
particulares, la cual es administrar justicia. De otro lado, se aborda una 
problemática social como es la congestión judicial y la desconfianza que en la 
actualidad existe en la sociedad por los administradores de justicia  y las hipótesis 
normativas que se van a proponer son direccionadas a alcanzar una solución 
práctica que de forma directa tiene impacto en el proceso arbitral lo que genera 
consecuencias positivas frente al acceso a la administración de justicia, los 
particulares y la confianza de la población en un mecanismo alternativo al proceso 
como lo es el arbitraje.  
 
Es una investigación de tipo documental por cuanto se hará uso de libros, 
artículos publicados sobre el tema, reportajes, revistas, periódicos jurídicos que 
hagan mención sobre el tema objeto de esta investigación.  
 
Se utilizará el método inductivo porque se partirá de casos individuales 
donde se evidencien conflictos en torno a la solicitud, decreto y valoración de 
documentos electrónicos, lo que permitirá estructurar una tesis general en 
respuesta a la problemática que se pretende resolver. 
 
El método hermenéutico es de vital importancia, por cuanto la interpretación 
de leyes y de teorías será necesaria para la estructuración de los parámetros que 
deberán seguir los administradores de justicia frente a la valoración del documento 
electrónico en Colombia. 
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Población y muestra 









Análisis de información 
 
Entrevistas a expertos 
 
Entrevistado: Dr. Rodrigo Rivera Morales  
Entrevistador:  
 
1. ¿Por qué es de vital importancia la solicitud, decreto y practica de las medidas 
cautelares en un proceso arbitral? 
 
Fíjense que, en el arbitraje poco a poco, lentamente, es que se ha ido dando 
algunas facultades. Hubo mucha intolerancia, para permitir que en el arbitraje se 
pudieran dictar medidas cautelares. Finalmente, se logró esto, y siempre estaba 
reguladas, todas aquellas medidas, previas, a partir de acudir a los tribunales 
ordinarios y posteriormente cuando se inicia el proceso arbitral diríamos se le da a 
administración de las medidas al árbitro.  
 
Aun cuando parezca extraño pero Ecuador si ha tomado medidas y tiene una 
ley extraordinaria que permite a los árbitros sin haberse planteado la querella 
arbitral, tomar medidas anticipatorias. Una medida anticipatoria, sin que exista el 
proceso arbitral. UNTAL, que es el organismo internacional está valorando esas 
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situaciones para determinar si puede el árbitro tener tutela de urgencia, tutela 
anticipatoria, pero no creo que haya mucha consonancia a nivel internacional 
sobre ello. Todavía los gobiernos, como que son muy remisos a ese tema, 
especialmente aquellas medidas anticipatorias.  
 
En Venezuela, los árbitros no tienen esa posibilidad. Si no existe el proceso 
arbitral no se pueden dictar medidas, sin proceso arbitral y solo se dan las 
establecidas en el CPC, en el cual no existen anticipatorias, ni medidas de 
urgencia.  
 
Es importante distinguir que es una medida de urgencia, una medida 
anticipada y una tutela anticipada. Son tres conceptos distintos. En la tutela 
anticipatoria, es que tu vas a proteger el derecho, y hace eso en consonancia a la 
pretensión, mientras que en una tutela anticipada, ya no es reversible, como por 
ejemplo si se entrega una medicina como tutela anticipada pues ya no se puede 
revertir.  
 
Ahorita, el arbitraje en Venezuela está muy mal, tanto que el que se tenía en 
la sala social se eliminó y el arbitraje comercial, se han eliminado muchos centros 
de arbitraje comercial. Por ejemplo el que existía en San Cristóbal se eliminó hace 
dos años, porque no hay inversiones, la interpretación de los Tribunales que 
constituye una renuncia anticipada al derecho de un orden jurisdiccional lo que ha 
llevado la bancarrota al arbitraje en Venezuela. Existe, pero las empresas que 
contratan con Venezuela se someten es al arbitraje internacional.  
 
 
RESPUESTA ENTREVISTA: DR. HENRY SANABRIA SANTOS  
 
Lo que yo entiendo como medida cautelar anticipatoria en cualquier proceso, 
porque de eso hay teorías y hay definiciones. Tradicionalmente en Colombia, las 
medidas cautelares solo tenían efectos conservativos y lo que buscaban era 
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asegurar la efectividad o el futuro cumplimiento de una sentencia, asegurando un 
bien, asegurando una persona, pero el poder cautelar del juez y del árbitro era 
nulo, era simplemente o inscribimos la demanda o decretamos un embargo, 
practicamos un secuestro y no más.  
 
El tema empezó a cambiar, con la ley de tutela, con el Decreto 2591 de 
1991, con la ley de competencia desleal, con la ley de acciones populares, en 
donde se dijo la medida cautelar no solamente tiene como fin asegurar la 
efectividad de una futura sentencia. La medida cautelar puede anticipar los efectos 
del fallo. Es decir una decisión que yo puedo tomar hasta la sentencia, la puedo 
tomar anticipadamente, con fines cautelares, para proteger el derecho, para evitar 
que se sigan causando daños,  o también la medida cautelar es otorgar protección 
provisional .  
 
Visto de otra manera, yo en un proceso únicamente podía esperar hasta la 
sentencia para protegerle su derecho, ahora lo puedo hacer desde el inicio. Para 
mi la medida cautelar anticipatoria es aquella medida cautelar que permite que las 
decisiones que deberían tomarse en la sentencia, usted las pueda tomar antes en 
el proceso, para proteger ese derecho. Es decir, anticipar lo que iba a adoptar al 




La ley de arbitraje arranca, en materia de medidas cautelares, los árbitros 
aplican las medidas cautelares que aplicarían el juez civil o el juez de lo 
contencioso administrativo. Y el juez civil puede practicar una medida cautelar 
anticipatoria sin presencia de la otra parte porque se puede hacer desde el 
momento de presentación de la demanda, el árbitro lo puede hacer también, lo 
que ocurre es que cuando el Tribunal de Arbitraje se instala, ya normalmente el 
demandado, así no haya proceso, porque hasta antes de la instalación del 
Tribunal de Arbitraje, no hay proceso, pero ya las partes están actuando sin el 
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nombramiento de árbitros. Lo que ocurre es que normalmente cuando el Tribunal 
de Arbitraje se instala.  
 
El árbitro y tratadista HENRY SANABRIA PIDE PARAR LA GRABACIÓN.  
 
En un proceso judicial ante un juez, usted presenta la demanda y hasta ahí el 
demandado no tiene ni idea, en un proceso arbitral, cuando el Tribunal de Arbitraje 
se instala en muchas ocasiones ya el demandado está vinculado al proceso, sin 
que en realidad exista proceso, porque el demandado ha ido a nombrar los 
árbitros. Cuando el Tribunal de Arbitraje se instala, muchas veces en la audiencia 
de instalación ahí está sentado el demandado ya y no hay proceso porque no se 
ha admitido la demanda. Entonces el árbitro admitirá la demanda y tendrá que 
resolver ahí sobre la medida cautelar, pero incluso sin que el demandado este ahí 
lo puede hacer porque la ley de arbitraje expresamente se lo permite. ¿Cuál es el 
problema?  
 
En el proceso arbitral, el juez define sobre su competencia es decir el árbitro, 
en la primera audiencia de trámite, que es una audiencia que se surte luego de la 
etapa inicial del proceso. Hay quienes sostienen, que los  árbitros no podrían 
decretar medidas cautelares sino hasta después de la primera audiencia de 
trámite porque es donde ellos dicen que si son competentes para conocer de ese 
proceso. ¿Cuál es mi opinión? El árbitro desde el mismo momento de la 
instalación es un juez de la república y como juez de la república puede decretar la 
medida cautelar. ¿Qué es lo que pasa?  
 
El problema de esta medida cautelar en el arbitraje es el siguiente: cuando 
un árbitro decreta una medida cautelar, el proceso todavía puede terminar porque 
las partes no paguen sus honorarios, entonces imagínese yo habiendo decretado 
una medida cautelar y después tener que levantarla porque no se pagaron 
honorarios, pero en realidad dijéramos los árbitros en Colombia, tienen los mismos 
poderes cautelares de cualquier juez porque son jueces. Son particulares 
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investidos transitoriamente de la función pública de administrar justicia y no tienen 
ninguna limitación. Si ustedes van a señalar que los jueces tienen alguna 
limitación para decretar alguna medida cautelar, le están desconociendo al 
arbitraje el carácter jurisdiccional.  
 
Otro aspecto, es la voluntad de las partes, usted recuerda que en el arbitraje 
la voluntad de las partes está cuando se celebra el pacto arbitral.  
 
Ahora bien, frente al decreto de una medida cautelar sin que se entere la 
contraparte es difícil, porque normalmente y muchas veces hasta antes de que se 
instale el Tribunal ya el demandado sabe, entonces se puede perder la sorpresa 
porque es que cuando se presenta una demanda ante un juez, ahí esta el juez en 
su juzgado, y decide sobre la medida cautelar sin que el demandado se entere.  
 
En materia arbitral, usted presenta la demanda y todavía no tiene juez 
porque para que exista juez tiene que conformar el Tribunal.  
 
Mientras en la Ley 1563 no exista la regulación específica que le permita al 
árbitro decretar una medida prearbitral, como se hace en la CCI, en la OMPI, lo 
que sería interesante para el caso colombiano, o que el juez profiera la medida en 
apoyo los árbitros, pero en la práctica mientras eso no exista, es uno de los temas 
que deben evaluar las partes antes de suscribir el pacto arbitral. Al momento de 
suscribir el pacto arbitral usted tiene esto que me implica, a futuro, o si es clausula 
compromisoria pues no hay ninguna controversia, pero hay que saber a futuro eso 
que puede implicar.  
 
Y a futuro podría implicar, que si yo necesito una medida cautelar de carácter 
absolutamente urgente pues no va a haber esa urgencia porque mientras 




Ahora bien, si se trata de pensar en que por medio de la ley de arbitraje no 
se garantiza el acceso a la justicia pues hay que decir que este no es un 
mecanismo obligatorio y aparte el ordenamiento jurídico le ofrece a las partes 
muchas salidas, como que el juez civil le garantice esa protección. Si usted 
escoge el arbitraje sabe las consecuencias y sabe las vicisitudes que eso puede 
tener donde para ese punto sería difícil atender la petición.  
 
Entonces, no es que el ordenamiento no sea garantista en esa materia pero 
debería tener una reforma seguramente. En la práctica pues usted sabe que el 
tema de la medida va a ser demorado y difícil y lo que hacen las partes para que 
sea algo sorpresivo es pedirla en la primera audiencia, pero yo he estado en dos 
tribunales arbitrales en donde se piden este tipo de medidas y desde luego que se 
pierde la sorpresa.  
 
De hecho, en el primero que estuve en el día de la instalación, el demandado 
llegó con un memorial oponiéndose a la medida cautelar  
 
 




Aunque son excepcionales, son lo mismo. Unamos la apariencia de buen 
derecho con grado de probabilidad y el peligro de la mora. Es exactamente lo 
mismo. La medida cautelar puede ser leyendo la demanda, por eso es que el juez 
la puede variar porque al inicio se toma sin oír a la otra parte y ya cuando la otra 
parte contesta la demanda, uno puede variar, mire que el código dice que el juez 
puede regular la medida cautelar, sustituirla, cambiarla, revocarla, etc.  
 




Antes de constituido el Tribunal Arbitral no puede decretarse este tipo de medidas. 
EL DR. JAIRO PARRA SOLICITA QUE HASTA ESTE MOMENTO SE GRABE.  
 




Frente a las entrevistas aplicadas a 10 jueces del distrito judicial de Cúcuta, 
los cuales pidieron proteger su identidad dentro del proyecto solo se puede 
concluir que manifestaron en unanimidad desconocer el procedimiento y lo 
relacionado con la solicitud, decreto y práctica de las medidas cautelares en el 
proceso arbitral en Colombia a partir de la aplicación de la Ley 1563 de 2012 o 




LAS MEDIDAS CAUTELARES EN EL PROCESO ARBITRAL EN COLOMBIA 
 
Análisis del marco legal 
 
Para la revisión legal de este proyecto se toma como base el informe 
desarrollado por el Semillero de Derecho Procesal bajo la dirección de la Dra. 
Cindy Charlotte Reyes Sinisterra titulado “Las medidas cautelares innominadas y 
anticipatorias en el proceso arbitral en Colombia, del cual se puede estructurar el  
siguiente análisis: 
Ley 1563 de 2012 
Antes de que se expidiera la Ley 1563 del año 2012, el arbitraje en Colombia 
tuvo diferente regulación comenzando con la Ley 105 de 1890, en la cual se 
estableció que “Pueden someterse a la decisión de arbitradores las controversias 
que ocurran entre personas capaces de transigir, en los casos en que la Ley 
permite la transacción”,  por medio de la Ley este mecanismo de solución de 
conflictos se hizo presente, en las leyes 103 de 1923 y 105 de 1931 y en ese 
mismo año, se expidió la Ley 28 de 1931, la cual reguló el tema de las cámaras de 
comercio, posteriormente se expide el decreto 2279 de 1989 con el fin de abordar 
ampliamente la materia, a la vez que derogo las disposiciones del arbitraje 
contenidas en los códigos de procedimiento de 1970 y 1971, pero este fue 
reformado por la Ley 23 de 1991, y el mismo año se expidió el decreto 2651 de 
1991 con una vigencia temporal y grandes cambios en la estructura del arbitraje, 
pero con la Ley 446 de 1998 corrigió algunos errores.  
 
Respecto a lo anterior, el grupo del semillero de procesal Hernando Devis 
Echandía  puede concluir de que a pesar de toda la regulación normativa que 
hubo, ninguna de ellas menciona expresamente las medidas cautelares 
anticipatorias e innominadas en el proceso de arbitraje comercial Colombiano, 
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además no se podía tener claro toda la regulación por la cantidad de leyes 
existente de la época que reguló la materia.  
Después de la Ley 1563 de 2012, En Colombia, se han expedido leyes que 
implican la transformación del ordenamiento jurídico desde muchas perspectivas, 
y que se reflejan, en los diferentes transformaciones que ha tenido el Derecho 
Procesal, con tendencia a la implementación de un proceso oral y por audiencias, 
que implica la transformación integral de la administración de justicia, en sus 
diferentes disciplinas.  
 
Lo anterior ha generado diferentes consecuencias que no se limitan 
simplemente al procedimiento, sino que han unificado diferentes legislaciones que 
regulan temas tales como, el arbitraje, que pudiera entenderse como un 
mecanismo alternativo al proceso que es regulado por la Ley 1563 de 2012, que 
se puede conocer a actualmente, como el Estatuto Arbitral Colombiano, 
reconocido por muchos en el país, como “Ley Hinestrosa”.  
 
De otro lado, está lo que se entiende por medida cautelar, y que simplemente 
responde a una herramienta que sirve para garantizar la efectividad del derecho 
sustancial a una persona, que somete un litigio o un conflicto a la jurisdicción o a 
los mecanismos alternativos, tales como el enunciado anteriormente, pues de 
nada vale una sentencia a favor de alguien, si jamás podrá ejecutar dicha decisión 
para ver tutelado su derecho, razón por la que se incluyó en el Estatuto Arbitral 
Colombiano, estas medidas, que podrán ser decretadas por los árbitros tal y como 
lo hacen los jueces, siempre que se encuentren administrando justicia. 
 
Es así como se demuestra que la Ley 1563 de 2012, con solo un año de 
haber entrado en vigencia, contiene en sí misma, aspectos críticos que 
contraponen la escuela contractualista y flexible a la escuela de los procesalistas 
clásicos que conciben la misma, como norma de Derecho Público, y por ende no 
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susceptible a ceder frente a la autonomía de la voluntad de las partes, por lo que 
para el país es importante hacer un estudio minucioso acerca de la misma.  
 
Además, en el mundo, la tendencia hacia a una justicia pronta, rápida y 
efectiva, hace que cada día, las grandes empresas, no piensen en que la solución 
de sus controversias se hará a través de la justicia ordinaria, lenta, y 
congestionada sino que el arbitraje ha sido, ese mecanismo alternativo a que evita 
litigios que impliquen largos periodos de tiempo, y que para dichas empresas se 
ve reflejado en consecuencias negativas, y que hace cada día más llamativa la 
actividad que realizan diferentes centros de arbitraje tales como la Cámara de 
Comercio Internacional. 
 
Sin embargo en algunos lugares del país el arbitraje parece ser olvidado 
como una herramienta para solucionar controversias, ya que para algunos la 
presencia de las grandes empresas que tienen poder de mercado en el país, están 
en ciudades como Bogotá, Medellín, entre otras, lo que pretende estudiarse y así 
mismo superarse, mostrando como esta investigación puede ser un precedente 
para que este mito desaparezca, y creando confianza para que el arbitraje sea una 
realidad a la que todos puedan acceder, sin importar en la zona del país en que se 
encuentren ubicados.  
 
Para la Universidad, esta investigación es una forma novedosa de afrontar 
temas que son pertinentes con el desarrollo y transformación de la administración 
de justicia, en respuesta a una temática que por relacionarse siempre con grandes 
empresas y ciudades desarrolladas no ha sido abordada en la región, por lo que 
implicará un producto novedoso para la institución. 
 
En Colombia, existen diferentes instituciones de orden procesal tales como la 
jurisdicción y la competencia, que además constituyen presupuestos procesales, 
tal y como es conocido por la comunidad académica que estudia lo concerniente al 
caso, por regla general. Sin embargo, en aplicación de lo establecido en el artículo 
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116 de la Constitución Política se encuentra que excepcionalmente y de forma 
transitoria también podrán administrar justicia los particulares cuando actúen como 
conciliadores, jurados o árbitros.  
 
Lo anterior implica que el arbitraje que constituye un mecanismo alternativo 
al proceso tal y como lo establece la Ley 1285 de 2009, se haya convertido en uno 
de  los que implican la actuación excepcional de los particulares que para los 
casos en que sean habilitados por las partes, administren lo que por regla general 
se concibe como la justicia en cabeza de los jueces delegados por el mismo 
Estado para realizar esta función.  
 
Sin embargo, y aunque el arbitraje con el tiempo se fue convirtiendo en el 
país en un mecanismo que se caracterizaba por ser la elección de las grandes 
empresas y multinacionales con presencia en Colombia por su celeridad y el alto 
nivel de experticia de quienes actuaban como árbitros, no todo eran aspectos 
positivos pues históricamente en el país este mecanismo estaba regulado por un 
gran número de decretos que terminaban volviendo su desarrollo algo caótico, por 
lo que se pensó en la expedición de un nuevo ordenamiento jurídico que unificara 
lo concerniente a la regulación del arbitraje nacional y que respondiera a las 
tendencias que en esta materia han sido consecuencias mismas de fenómenos 
como el la globalización y el comercio entre diferentes países del mundo, como 
ejemplo se puede pensar en los contratos de compra y venta de mercaderías 
internacionales en donde por regla general se puede ver como las empresas que 
realizan este tipo de operaciones de forma expresa estipulan que en caso de 
conflictos generados a partir del contrato deberán ser árbitros los que decidan la 
suerte del mismo.  
 
Por todo lo anterior, en Colombia fue expedida la Ley 1563 de 2012, la cual 
se encuentra en vigencia actualmente, y que se denomina Estatuto Arbitral 
Colombiano. De otro lado el Código General del proceso implementa una nueva 
figura que se denomina las medidas cautelares innominadas, las cuales podrán 
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decretarse por el juez pero también por un árbitro, lo cual genera la siguiente 
conclusión en el ámbito nacional: las medidas cautelares pueden ser anticipatorias 
o dentro del proceso y éstas a su vez pueden ser nominadas e innominadas. 
 
En cuanto a las medidas cautelares anticipatorias, es decir aquellas que se 
dan antes de que el demandado en un proceso arbitral sea notificado de que 
existe una demanda en su contra, se encuentra un vacío normativo, pues es claro 
que hasta el momento, el Estatuto Arbitral en Colombia solo presenta un esquema 
en donde la solicitud de medidas  se hace es ante el Tribunal de Arbitraje, ya 
instalado, y deja de lado figuras que el ámbito internacional son utilizadas por 
ejemplo por la Cámara de Comercio Internacional, tales como los árbitros de 
urgencia.  
 
Es decir, Las medidas cautelares preventivas, anticipadas o pre-arbitrales 
son un instrumento que se presenta a la parte demandada antes del inicio de las 
actuaciones arbitrales, para asegurar sus derechos ante el temor fundado del 
incumplimiento de su contraparte. En el arbitraje las medidas cautelares pueden 
solicitarse antes de la constitución del tribunal arbitral o incluso antes del inicio de 
las actuaciones arbitrales (las llamadas medidas cautelares anticipadas) o bien 
una vez se haya constituido el tribunal arbitral.  (Perera & Agrisano, 2013, p.3) 
 
Ahora bien, es de resaltar que en Colombia, hay consenso acerca de que los 
árbitros por administrar justicia de forma transitoria, no podrían decretar este tipo 
de medidas sin que se instalara el respectivo tribunal, razón por la cual, 
implementar una figura como la que se menciona anteriormente se puede pensar 
que en principio iría en contra del artículo 116 de la Constitución Política, porque 
básicamente se estaría diciendo con esto que existirán unos árbitros que si 
administran justicia de forma permanente.  
 
Lo que si se puede decir, es que hay vacíos normativos que pueden generar 
problemas prácticos en el futuro que se pretenden abordar a partir de esta 
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investigación que de manera descriptiva pero también haciendo un análisis 
integral de las normas que regulan el tema pretende presentar respuestas a la 
comunidad académica de la siguiente manera:  
 
Aspectos Críticos  
Como se puede evidenciar aunque las medidas cautelares como institución 
no configuran una novedad, lo cierto es que esta ponencia pretende responder a 
los siguientes interrogantes: ¿Cuáles son las características de las medidas 
cautelares innominadas en el proceso arbitral en Colombia?, ¿Cuáles son las 
características de las medidas cautelares anticipatorias en el proceso arbitral en 
Colombia?, ¿Cuál es la situación actual respecto las medidas cautelares 
anticipatorias en el proceso arbitral en Colombia?, ¿Cuál es la situación de las 
medidas cautelares innominadas en el proceso arbitral en Colombia?, ¿Qué teoría 
y referentes legales actuales y pertinentes favorecen la solicitud, decreto y práctica 
de las medidas cautelares anticipatorias en el proceso arbitral en Colombia?, 
¿Qué teoría y referentes legales actuales y pertinentes favorecen la solicitud, 
decreto y práctica de las medidas cautelares innominadas en el proceso arbitral en 
Colombia?, ¿Qué alternativas se pueden proponer en Colombia para la solicitud, 
decreto y práctica de las medidas cautelares anticipatorias en el proceso arbitral 
en Colombia?, ¿Qué alternativas se pueden proponer en Colombia para la 
solicitud, decreto y práctica de las medidas cautelares innominadas en el proceso 
arbitral en Colombia?  
 
Por lo que se desarrollan todos estos aspectos de la siguiente manera:  
Solicitud  
En primer lugar hay que decir que la Ley 1563 de 2012 no regula el 
procedimiento para la solicitud de medidas cautelares anticipadas sino que 
pareciera que solo se limita al tratamiento de las mismas pero cuando se dan 
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dentro del proceso arbitral, es por ello, que resulta de gran importancia abordar 
esta figura y ofrecer una regulación apropiada, para que a través del arbitraje 
también se garantice la efectividad de los derechos reconocidos por la Ley 
sustancial, con el fin de garantizar el derecho a la tutela judicial efectiva. 
 
Una de las características especiales de las medidas cautelares 
anticipatorias, es que se surten antes de notificado el demandado del proceso en 
su contra, dicho sea, para garantizar la efectividad del objeto del proceso 
(Calamandrei, 1945, p.45). Sin embargo, en el proceso arbitral, existe un problema 
que impide la realización de este tipo de medidas y se expondrán a continuación. 
 
 
Para evaluar este punto, deben separarse tres momentos, que darán mayor 
claridad sobre el problema presente: I) el momento de la solicitud de las medidas 
cautelares en el proceso arbitral; II) el momento en que el tribunal adquiere 
competencia para el conocimiento y decreto de medidas cautelares; y III) el 
momento de la notificación al demandado en el proceso arbitral. 
 
1. El momento de la solicitud: según el Estatuto Nacional e Internacional de 
Arbitraje (en adelante ENAI) en su artículo 32, la solicitud de medidas cautelares 
en los procesos arbitrales se hará “A petición de cualquiera de las partes” y ante lo 
cual “el tribunal podrá ordenar las medidas cautelares que serían procedentes de 
tramitarse el proceso ante la justicia ordinaria o la contencioso administrativa”. 
Dado que el ENAI enuncia que la petición o solicitud de las medidas cautelares, 
las hará el accionante ante el tribunal de arbitraje, se deduce que este -el tribunal- 
ya debe estar instalado al momento de realizarse la solicitud de medidas, es decir: 
el momento de la solicitud, es posterior a la instalación. (Ley 1563, 2012) 
 
2. El momento del conocimiento: si bien es cierto, el proceso arbitral inicia 
desde el momento mismo de la presentación de la demanda ante el tribunal de 
arbitraje, como lo enuncia el artículo 12 del ENAI “Iniciación del proceso arbitral. El 
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proceso arbitral comenzará con la presentación de la demanda”. No es sino hasta 
la instalación del tribunal de arbitramento, cuando éste adquiere facultades 
jurisdiccionales y puede utilizar sus poderes de instrucción para resolver el 
proceso; en la instalación del tribunal de arbitraje según el artículo 20 del ENAI se 
presentará la demanda, y se estudiará “la admisión, la inadmisión y el rechazo de 
la demanda”. Es decir el tribunal de arbitraje, no conoce de la litis, sino hasta el 
momento mismo de la audiencia de instalación. 
 
3. El momento de notificación de la demanda: en el proceso arbitral, si bien 
la parte se entera de que entabla el proceso desde el instante en que es requerida 
para la composición de los árbitros (salvo estipulación en contrario en el pacto 
arbitral) [Citar Artículo Ley], es justo en el momento de la instalación del tribunal 
cuando en audiencia el demandado es notificado. Por ello se puede concluir que 
es en la instalación del tribunal cuando se surte efecto la notificación del auto 
admisorio de la demanda (asemejándose a la terminología del proceso civil). 
 
Dado que en la instalación se encuentra presente la contraparte (Si bien 
existe término de traslado de la demanda) conociendo de la litis que se entabla 
contra ella, entonces cabe acá cuestionar: ¿Cómo se debe hacer el tratamiento de 
las medidas cautelares anticipatorias en el proceso arbitral en Colombia? 
 
Se pueden evidenciar entonces dos momentos procesales sobre los cuales 
versa este dilema: I) antes de instalado el tribunal, cuando el accionante requiere 
el decreto de la medida cautelar anticipatoria, pero por carecer de competencia 
(aún) el tribunal arbitral para revisar del proceso, no puede ser decretada; y II) 
después de instalado el tribunal, cuando al adquirir competencia éste ya puede 
decretar las medidas cautelares solicitadas, pero la contraparte ya ha sido 
notificada también del proceso en su contra y por tanto carece de utilidad la 




Para contextualizar lo anterior es necesario plantear el siguiente ejemplo 
hipotético: Una empresa que celebra un contrato de compraventa de mercaderías 
con otra empresa y que en el mismo consagran clausula compromisoria 
habilitando el arbitraje en caso de un conflicto originado en dicho negocio jurídico 
desea solicitar que se decrete una medida cautelar en el proceso arbitral sin que 
se notifique a la empresa demandada para garantizar la efectividad de un derecho 
que considera será objeto de litigio. Sin embargo, nada prevé al respecto el 
Estatuto Arbitral en Colombia. ¿Se podría decretar  la medida cautelar anticipada 
en este caso? y de ser positiva la respuesta, ¿Ante quien debería solicitarse?, 
¿Quién debería decretarla? y ¿Cuál debería ser el procedimiento para hacerlo?. 
En caso de ser negativa la respuesta, ¿Cómo se garantizaría un derecho que 
requiere de este tipo de medida en el proceso arbitral en Colombia?  
 
Es decir sin importar si la respuesta al primer interrogante planteado es 
positiva o negativa, el semillero de Derecho Procesal, a partir de una propuesta 
que adopta diferentes criterios desarrollados a partir del arbitraje internacional, y el 
estudio sistemático de la Ley 1563 de 2012, la Ley 1564 de 2012 (Código General 
del Proceso) y la misma Constitución Política abordará las posibles soluciones que 
frente a esta problemática podrían adoptarse en el país.  
 
Decreto  
Entendiendo las vicisitudes que conlleva la solicitud de las medidas 
cautelares en los procesos arbitrales, cuyo carácter anticipatorio es 
normativamente imposible, entonces se debe ahora abordar el decreto de dichas 
medias, que en principio (y se verá más adelante otro vacío jurídico) las decretará 
siempre el tribunal. 
 
El Estatuto Nacional e Internacional de Arbitraje del año 2012,  establece 
que para el proceso de decreto de medidas cautelares “se someterán a las 
normas del Código de Procedimiento Civil, el Código de Procedimiento 
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Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y a las disposiciones especiales 
pertinentes” siendo la regencia del CPACA solo posible en casos donde “sea parte 
una entidad pública o quien desempeñe funciones administrativas” (p.¿?) 
 
Las medidas que podrá decretar el tribunal arbitral, son tanto las nominadas 
de los códigos referidos, como “cualquier otra medida cautelar que encuentre 
razonable para la protección del derecho objeto del litigio, impedir su infracción o 
evitar las consecuencias derivadas de la misma, prevenir daños, hacer cesar los 
que se hubieren causado o asegurar la efectividad de la pretensión”. 
 
Los criterios del decreto de medidas cautelares en dichos procesos son 
básicamente los establecidos de manera reiterada por la doctrina: i) “la 
legitimación o interés para actuar de las partes”; ii) “la existencia de la amenaza o 
la vulneración del derecho” lo que la doctrina expone básicamente como el 
periculum in mora; iii) “la apariencia de buen derecho” o también denominado 
fumus boni iuris; y iv) “la necesidad, efectividad y proporcionalidad de la medida”. 
(Nieva, 2013, p. 107). Teniendo el tribunal el criterio de establecer su alcance, 
duración, modificación, sustitución o cese; y por tanto pudiendo otorgarlas ultra, 
extra o minus petita al solicitante. 
 
Uno de los puntos novedosos que se establece con la vigencia del ENAI, es 
que en la medida en que protege el objeto del proceso, asegurando el 
cumplimiento de las pretensiones, dispone que las medias “también podrán tener 
como objeto recaudar elementos de prueba que pudiesen ser relevantes y 
pertinentes para la controversia” (Ley 1563, 2012), ante lo cual resulta en una 
posición ventajosa en la garantía y efectividad de los derecho. Sin embargo cabe 
destacar que si con el decreto de la medida se busca asegurar material probatorio 
en manos de la contraparte, el recaudo de elementos de prueba tendría mayor 





Existe un requisito añadido por el ENAI para que sea decretada cualquiera 
de las anteriores medidas cautelares innominadas, ante lo cual “el demandante 
deberá prestar caución equivalente al veinte por ciento (20%) del valor de las 
pretensiones estimadas en la demanda, para responder por las costas y perjuicios 
derivados de su práctica”. Sin embargo, el tribunal, de oficio o a petición de parte, 
podrá aumentar o disminuir el monto de la caución cuando lo considere razonable, 
o fijar uno superior al momento de decretar la medida. (Ley 1563, 2012). 
 
Otro punto controversial podría hablarse de un eventual vacío jurídico, que 
permitiría el decreto de medidas cautelares previas a la iniciación del proceso 
arbitral, basado en la distinción de dos momentos: el primero desde la 
presentación de la demanda, así exista pacto arbitral, el juez no puede rechazar 
de plano, ni inadmitir el trámite de la misma, dado el parágrafo contenido en el 
artículo 90 del CGP. Sin embargo el demandante por tratarse de un proceso ante 
la jurisdicción ordinaria si podría solicitar desde que acciona el aparato 
jurisdiccional, que se decrete una medida cautelar anticipatoria, la cual surtiría 
efecto antes o justo notificado el demanda del proceso en su contra. El segundo 
momento se daría luego de la notificación del demandado, cuando al correrse el 
traslado él tendría la oportunidad de alegar la existencia de pacto arbitral, ante lo 
cual como lo estipula el mismo artículo del CGP se “provocará la terminación del 
proceso cuando se declare probada la excepción previa respectiva” siendo así 
que: i) ya estaría en vigencia la medida cautelar decretada; y ii) perdería 
competencia el juez que la decretó, ante lo cual no podría desmontarla, modificarla 
o sustituirla, sino el ahora competente tribunal del arbitraje. 
 
Práctica  
En cuanto a la práctica y al levantamiento de las medidas cautelares, se 
asemeja mucho al normalmente acaecido en la jurisdicción ordinaria, teniendo 
como factor controversial la fuerza de cumplimiento que tienen las emanaciones 
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de los tribunales arbitrales, pero que se resuelve mediante la práctica de 
condicionamientos. Existe en el ENAI una salvedad en cuanto a las medidas 
cautelares que permite “impedir su práctica o solicitar su levantamiento o 
modificación”, y es cuando se trata de pretensiones pecuniarias ante lo cual basta 
la prestación de una caución por parte del demandado, con el fin de garantizar el 
cumplimiento de la sentencia o de prestar indemnización en caso de la 
imposibilidad para cumplirla. No podrá prestarse caución cuando las medidas 
cautelares no estén relacionadas con pretensiones económicas o procuren 
anticipar materialmente el fallo. Entiéndase en este punto la voluntad que une a 
las partes al proceso, y la tutela judicial efectiva garantizada mediante el desarrollo 
de las medidas cautelares en especial las anticipatorias.  (marinoni, 2013, p. 975). 
 
En cuanto a la fuerza de cumplimiento que poseen los tribunales arbitrales, 
puede decirse que este problema se resuelve a partir de dos aspectos: i) en 
principio las partes por voluntad propia se dispusieron a la competencia de un 
tribunal arbitral, así que ha de suponerse que ellas actuarán en favor del 
cumplimiento de las órdenes del tribunal; ii) ahora en caso de no ser así, los 
tribunales arbitrales disponen de la posibilidad de comisionar a los jueces civiles (o 
administrativos si alguna de las partes es entidad pública o cumple funciones 
públicas) para que estos practiquen o ejecuten las medidas adoptadas por el 
tribunal, así lo refiere el artículo 32 del ENAI. 
 
Con la adopción del nuevo Estatuto de arbitraje en Colombia se 
implementaron figuras novedosas para el desarrollo del proceso arbitral, una de 
ellas es la facultad de darle al árbitro una tutela cautelar general, para adoptar 
cualquier medida innominada que considere necesaria para asegurar la 
efectividad del laudo ya que antes de la promulgación y entrada en vigencia de la 
Ley 1563 de 2012 no se permitía al árbitro la facultad de dictar medidas cautelares 
innominadas, el árbitro solo podía hacer uso de la tutela cautelar que se 
encontraba taxativamente en el decreto 18/18 del 98, art. 152, relativas a la 
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inscripción del proceso en cuanto a los bienes sujetos a registro y el secuestro de 
bienes inmuebles. (Decreto 18, 1998)  
 
El artículo 32 del EANI, consagra que a petición de cualquiera de las partes 
el tribunal podrá ordenar las medidas cautelares que serían procedentes de 
tramitarse, el proceso ante la justicia ordinaria o la contenciosa administrativa 
cuyos decretos, practica y levantamiento se someterán a las normas del código de 
procedimiento civil, código de procedimiento administrativo y de lo contencioso 
administrativo y a las disposiciones especiales pertinentes.  (Ley 1563, 2012).  
 
Es decir que el tribunal con el nuevo Estatuto de arbitraje, podrá ordenar las 
medidas cautelares que fueren procedentes ante la jurisdicción ordinaria o la de lo 
contencioso administrativo e incluso cualquier otra que el tribunal encuentre 
razonable. 
 
Así mismo el art. 32 del EANI, regula lo concerniente al decreto de las 
medidas cautelares innominadas, estipulando que, el tribunal podrá decretar 
cualquier otra medida que encuentre razonable, impedir su infracción o evitar las 
consecuencias derivadas de la misma, prevenir daños, hacer cesar los que se 
hubieran causado o asegurar la efectividad de la pretensión. 
 
No obstante, el EANI también exige unos requisitos para poder decretar 
estas medidas innominadas, el tribunal arbitral deberá: 
Apreciar la legitimación o interés para actuar de las partes y la existencia de la 
amenaza o vulneración del derecho. 
 
Tener en cuenta la apariencia de buen derecho (fumus bonis iuris). 
 




A demás, el interesado en la práctica de las medidas cautelares 
innominadas deberá prestar caución equivalente al 20%, del valor de las 
pretensiones estipuladas en la demanda. 
 
En la opinión del Semillero de Derecho Procesal,  ha sido un gran avance 
que el legislador haya dotado al árbitro de un poder cautelar tan amplio, pues 
como afirma MUÑOZ ZABATE “la necesidad de adoptar estas medidas refleja la 
conexión existente entre su carácter instrumental, y el derecho constitucional a 
una justicia eficaz”, sin medidas cautelares, la opción arbitral es una opción 
moribunda. (Muñoz, 1991, p.729) 
  
Como explicaba anteriormente son muchos los aportes novedosos que trae 
consigo la adopción de la Ley 1563 de 2012, para los árbitros, entre ellos se 
encuentra la posibilidad que tienen los árbitros de comisionar para la práctica de 
las medidas cautelares a los jueces civiles municipales o del circuito del lugar 
donde debe practicarse tal medida y si en el proceso arbitral es parte una entidad 
pública o quien desempeñe funciones administrativas también podrá comisionarse 
al juez administrativo. (Ley 1563, 2012). 
 
Es decir, no es solo en la solicitud y decreto de medidas cautelares 
innominadas que se le da al árbitro un amplio desarrollo de mecanismos, sino 
también en la práctica, consideramos que el EANI constituye un factor positivo 
para el desarrollo del proceso arbitral, en especial en términos de medidas 
cautelares innominadas, el otorgarle al árbitro esta facultad, sin duda alguna traerá 
efectos positivos, consolidando el arbitraje como un mecanismo efectivo para la 








Análisis de casos 
 
El caso presentado se anexa para respaldar la investigación pero no 
pueden revelarse detalles facticos y nombres que identifiquen a las partes en litigio 
a petición del Centro de Conciliación Arbitraje que facilitó la información. 
 
 
UNIVERSIDAD LIBRE SECCIONAL CÚCUTA 
FACULTAD DE DERECHO, CIENCIA POLITICA Y SOCIALES 
GUIA DE ANALISIS JURISPRUDENCIAL 
 
FECHA: 20 DE SEPT DE 2014 
 
INVESTIGADOR   OBSERVADOR: Shirly Paola Pacheco – Sheyla Parada Mora  
 
OBJETIVO: Identificar el tratamiento que se da por parte de los árbitros a la 
solicitud, decreto y práctica de las medidas cautelares anticipatorias e 
innominadas en el proceso arbitral en Colombia.  
 
Identificación de la Providencia 
 
TRIBUNAL DE ARBITRAJE CONSTITUIDO POR HABILITACION DE LAS 
PARTES CONFORME AL REGLAMENTO INTERNO DEL CENTRO DE 
CONCILIACION Y ARBITRAJE DE LA CAMARA DE COMERCIO DE BOGOTA  
 
 




La parte convocante en su demanda inicial sustitutiva solicitó el decreto y 
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práctica al Tribunal de las siguientes medidas cautelares, al amparo de lo previsto 
en el artículo 32 de la Ley 1563 de 2012.  
 
 
Planteamiento del Problema Jurídico 
 
Fallo del Tribunal  
 
Consideraciones: Se tiene por aplicable la figura de las medidas cautelares 
innominadas pero no son decretadas con base en otros agumentos que se 
encuentran especificados en el caso.  
 
Decisión de Primera Instancia 
 
 
Análisis Crítico del Laudo Arbitral 
 
En este laudo es importante resaltar que se acepta la aplicación de las medidas 
cautelares innominadas para el proceso arbitral en Colombia pero nada se dice al 
respecto de las que debieran ser decretadas in audita altera parte.  
 
 
Propuesta solicitud, decreto y práctica de medidas cautelares en el proceso 
arbitral en Colombia 
 
La primera propuesta de este proyecto se toma de un proyecto desarrollado 
por el Semillero de Derecho Procesal bajo la dirección de la Dra. Cindy Charlotte 
Reyes Sinisterra titulado “Las medidas cautelares innominadas y anticipatorias en 






La solicitud de la medida cautelar anticipatoria en el proceso arbitral debería 
hacerse:  
1) A partir de un proceso pre-arbitral, en donde la parte interesada haga la 
respectiva solicitud al Centro de Arbitraje y que un número impar de árbitros 
conformen un Tribunal de Urgencia que tenga competencia para decretar la 
misma a elección de las partes, o en caso de no ser así, por el Centro designado 
por estas.  
2) A partir de la implementación de la figura de árbitros de urgencia 
designados por los respectivos Centros de Arbitraje para decretar estas medidas, 
sin necesidad de un proceso pre-arbitral, lo que en principio se puede pensar iría 
en contra de la Constitución Política, entendiendo que los particulares, en calidad 
de árbitros solo pueden administrar justicia de forma transitoria y no permanente.  
3) A partir de la aplicación del apoyo concurrente que debe existir entre los 
poderes y la armonización de lo que pueda entenderse debe darse en la 
administración de justicia, incluso a partir de la misma interpretación de la Ley 
1563 de 2012, se pensaría en que serían los jueces civiles del circuito los 
llamados a tener competencia frente a la solicitud de estas medidas cautelares 
anticipatorios en el proceso arbitral para una posterior ratificación de las mismas 
por parte de los árbitros que vayan a conocer del conflicto, pero esto iría en contra 
del principio de autonomía de voluntad de partes y el principio de habilitación que 
se predica en materia de arbitraje nacional e internacional.  
Sin embargo, el parágrafo del artículo 32 de la Ley 1563 de 2012, haciendo 
referencia a las medidas que se pueden decretar dentro del proceso arbitral para 
recaudar elementos de prueba, que de por si deben ser anticipatorias, establece 
que “quien ejerza funciones jurisdiccionales, podrá decretar medidas cautelares 
para este propósito en los procesos sometidos a su conocimiento, sean o no 
procesos arbitrales”, lo que al parecer fortalece el argumento anteriormente 
74 
 
planteado de que sean los jueces civiles del circuito quienes puedan decretar este 
tipo de medidas, aunque no sean estos los habilitados por las partes.  
Decreto  
Respecto del interrogante planteado en la investigación frente al decreto de 
las medidas cautelares anticipatorias en el proceso arbitral en Colombia, se 
presentan las siguientes propuestas:  
El decreto de la medida cautelar anticipatoria en el proceso arbitral debería 
hacerse:  
1) A partir de un proceso arbitral como se explicó, en el aparte que trata de la 
solicitud de las mismas.  
2) A partir de la implementación de la figura de unos árbitros de urgencia que 
estén designados de forma permanente por el Centro de Arbitraje para cumplir con 
esto.  
3) A partir de la competencia que se designe en los Jueces Civiles del 
Circuito, con base en los argumentos anteriormente planteados.  
 
Práctica  
La práctica de la medida cautelar anticipatoria (nominadas e innominadas) en 
el proceso arbitral debería hacerse:  
1) A partir de un proceso arbitral como se explicó, en el aparte que trata de la 
solicitud de las mismas, y antes de que el demandado tenga conocimiento de las 
mismas, es decir antes de que se instale en la forma como lo concibe la Ley 1563 
de 2012, la instalación del Tribunal Arbitral.  
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2) A partir de la implementación de la figura de unos árbitros de urgencia que 
estén designados de forma permanente por el Centro de Arbitraje para cumplir con 
esto, antes de que el demandado tenga conocimiento de las mismas, es decir 
antes de que se instale en la forma como lo concibe la Ley 1563 de 2012, la 
instalación del Tribunal Arbitral.  
3) A partir de la competencia que se designe en los Jueces Civiles del 
Circuito, con base en los argumentos anteriormente planteados, es decir antes de 
que se instale en la forma como lo concibe la Ley 1563 de 2012, la instalación del 
Tribunal Arbitral, pero en este caso la medida sería susceptible de ser revocada 
por los árbitros habilitados por las partes para conocer del conflicto, lo que en la 
práctica podría generar un perjuicio frente a la parte que se decretó la medida, 
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U N I V E R S I D A D    L I B R E   D E   C O L O M B I A - C U C U T A 
FACULTAD DE DERECHO, CIENCIAS POLITICAS Y SOCIALES 
 
ENCUESTA A EXPERTOS (TRATADISTAS) 
 
Objetivo: Obtener información acerca de la solicitud, decreto, practica de las 
medidas cautelares en el proceso arbitral en Colombia 
 
La información consignada en este documento es de carácter confidencial, y será 
utilizada para darle solución a los conflictos y dudas que existen respecto de la 
valoración de los documentos electrónicos en Colombia. 
 
Instrucciones: Las preguntas deberán ser resueltas de manera concisa y completa 
pero siempre sin dejar de lado la objetividad de la respuesta desde la visión crítica 
que por experiencia manejan los expertos sobre el tema.  
 
 
1. ¿Por qué es de vital importancia la solicitud, decreto y practica de las medidas 
cautelares en un proceso arbitral? 
 
2. ¿Qué aspectos son de vital importancia para solicitud, decreto y practica de las 
medidas cautelares en un proceso arbitral? 
 
3. ¿Por qué que la solicitud, decreto y practica de las medidas cautelares en un 




4. ¿Qué opina sobre solicitud, decreto y practica de las medidas cautelares 
innominadas en un proceso arbitral? 
 
5. ¿Qué aspectos regulados por la ley 1563 de 2012 con respecto a solicitud, 































U N I V E R S I D A D    L I B R E   D E   C O L O M B I A - C U C U T A 
FACULTAD DE DERECHO, CIENCIAS POLITICAS Y SOCIALES 
 
ENTREVISTA JUECES  
 
 
Objetivo: Obtener información acerca de la solicitud, decreto, practica de las 
medidas cautelares en el proceso arbitral en Colombia 
. 
 
La información consignada en este documento es de carácter confidencial, y será 
utilizada para darle solución a los conflictos y dudas que existen respecto de la 
valoración de los documentos electrónicos en Colombia. 
 
Instrucciones: Las preguntas deberán ser resueltas de manera concisa y completa 
pero siempre sin dejar de lado la objetividad de la respuesta desde la visión crítica 
que por experiencia manejan los administradores de justicia. 
 
 
1. ¿Qué es para usted solicitud, decreto y practica de las medidas cautelares en 
un proceso arbitral? 
 
2. ¿Qué piensa acerca de la solicitud, decreto y practica de las medidas cautelares 
en un proceso arbitral? 
 
3. ¿Cómo debería ser el procedimiento para solicitud, decreto y practica de las 




4. ¿Qué ocurriría en caso de que se practique una medida cautelar decretada por 
un juez y que el arbitro considere que debe ser revocada?  
 
5. ¿Qué ocurriría en caso de que se practique una medida cautelar decretada por 
































U N I V E R S I D A D    L I B R E   D E   C O L O M B I A - C U C U T A 
FACULTAD DE DERECHO, CIENCIAS POLITICAS Y SOCIALES 
 
 
ENCUESTA PARA ARBITROS 
 
Objetivo: Obtener información acerca de la solicitud, decreto, practica de las 
medidas cautelares en el proceso arbitral en Colombia 
 
La información consignada en este documento es de carácter confidencial, y será 
utilizada para darle solución a los conflictos y dudas que existen respecto de la 
valoración de los documentos electrónicos en Colombia. 
 
Instrucciones: Para responder la pregunta solo debe marcar con una X la 




1. ¿Qué es para usted solicitud, decreto y practica de las medidas cautelares en 
un proceso arbitral? 
 
2. ¿Qué piensa acerca de la solicitud, decreto y practica de las medidas cautelares 
en un proceso arbitral? 
 
3. ¿Cómo debería ser el procedimiento para solicitud, decreto y practica de las 




4. ¿Qué ocurriría en caso de que se practique una medida cautelar decretada por 
un juez y que el arbitro considere que debe ser revocada?  
 
5. ¿Qué ocurriría en caso de que se practique una medida cautelar decretada por 
un árbitro y que usted como juez considere que debe ser revocada? 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
